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MOTIVACIÓN EN SERIE 
RESTITUCIÓN DE BONIFICACIÓN DEL FONDO 
NACIONAL DE AHORRO PÚBLICO (FONAHPU)   
El derecho a la bonificación fonahpu se adquiere y 
consolida en el momento de la calificación e 
inscripción inicial del pensionista para dichos fines, 
revistiendo dicho beneficio un carácter permanente. 
En consecuencia, el incremento ulterior de la 
pensión por encima del tope de S/ 1,000.00, 
derivado de reajustes legales o mandatos 
normativos, resulta inoponible al beneficiario y no 
constituye causal legítima para su suspensión o 
recorte, conforme a la doctrina vinculante del 
Acuerdo Plenario N.º 1-2023-116/SDCST. 

 
Lima, siete de mayo de dos mil veintiséis. - 

  

LA TERCERA SALA DE DERECHO CONSTITUCIONAL Y SOCIAL 

TRANSITORIA DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA R EPÚBLICA 

 

I. VISTOS, en audiencia pública de la fecha, la Tercera Sala Suprema 

Constitucional y Social Transitoria, integrada por la Señora Jueza Suprema Rueda 

Fernández , Presidenta; así como por los señores Jueces Supremos Ruidías 

Farfán , Torres Gamarra , Manzo Villanueva  y Zúñiga Herrera  y luego de 

producida la votación con arreglo a ley, emite la siguiente sentencia en serie en los 

siguientes expedientes: 

 

 

 

 

 

      -RECURSOS DE CASACIÓN- 

1          N.º 9554-2025-CUSCO 7 N.º 18115-2025-CUSCO 

2          N.º 14663-2025-CUSCO 8 N.º 18432-2025-CUSCO 

3          N.º 15252-2025-CUSCO 9 N.º 21558-2025-CUSCO 

4          N.º 17052-2025-CUSCO 10         N.º 33850-2025-CUSCO 

5          N.º 17464-2025-CUSCO 11 N.º 34721-2025-CUSCO 

6        N.º 17772-2025-LAMBAYEQUE 12 N.º 34975-2025-CUSCO 
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I.1 MATERIA DEL RECURSO  

Vienen a conocimiento de esta Sala Suprema doce recursos de casación 

interpuestos por los demandantes: Delia Soledad Lovatón Aranzábal, en la 

Casación N.º 9554-2025-Cusco; Eulogia Gallegos de Fuentes, en la Casación N.º 

14663-2025-Cusco; Cerafina Baca Prudencio, en la Casación N.º 15252-2025-

Cusco; Renee Sonia Durand Villafuerte, en la Casación N.º 17052-2025-Cusco; 

Celia Sánchez Olivera, en la Casación N.º 17464-2025-Cusco; Lucio Moisés 

Callacna Inga, en la Casación N.º 17772-2025-Lambayeque; Nelli Liberata Pacheco 

Muelle, en la Casación N.º 18115-2025-Cusco; María Antonieta Andrade de 

Meléndez, en la Casación N.º 18432-2025-Cusco; Josefina Ríos Garrido Vda. De 

López, en la Casación N.º 21558-2025-Cusco; Dominga Carazas Machaca, en la 

Casación N.º 33850-2025-Cusco; Tula Gabriela Olarte Vargas, en la Casación N.º 

34721-2025-Cusco; María Yolanda Granada de Rodríguez, en la Casación N.º 

34975-2025-Cusco. 

I.2 ANTECEDENTES DEL PROCESO  

En el presente apartado, se detalla de forma precisa los petitorios y fundamentos 

fácticos de los doce procesos individuales en los que se interpone demanda 

contencioso administrativa contra la Oficina de Normalización Previsional (en 

adelante, ONP). 

a)  Demanda: petitorio y fundamentos 

Casación N.º 9554-2025-Cusco: Delia Soledad Lovaton Aranzabal, solicita lo 

siguiente: i) se ordene a la Oficina de Normalización Previsional reconocer las 

sumas no abonadas desde el año 2012; y, ii) se disponga la restitución del pago del 

fonahpu, por la suma semestral de S/ 320.00, desde el primer semestre de 2012 en 

adelante. 

Como fundamentos de su demanda, señaló que ostenta la condición de cesante 

bajo el Decreto Ley N.º 20530 desde el 16 de febrero de 1991. Argumenta que 

percibió la bonificación fonahpu de manera regular desde marzo de 1999, al cumplir 

con los requisitos establecidos en el Decreto Supremo N.º 082-98-EF; sin embargo, 

la ONP suspendió dicho pago a partir del primer semestre de 2012, vulnerando el 

carácter pensionable en virtud de la Ley N.º 27617.   



Corte Suprema de Justicia de la República 
Tercera Sala de Derecho Constitucional y Social Transitoria 

 
SENTENCIA 

MOTIVACIÓN EN SERIE N.° 02-2026-3SDCST 
 

3 
 

Casación N.º 14663-2025-Cusco:  Eulogia Gallegos de Fuentes, peticiona lo 

siguiente: i) se ordene a la Oficina de Normalización Previsional la restitución del 

pago del fonahpu y el reconocimiento de devengados desde el 16 de octubre 2009 

en adelante. 

Como fundamentos de su demanda, sostiene que, en su condición de cesante del 

Decreto Ley N.º 20530 desde el 16 de febrero de 1991. Sostiene que percibió la 

bonificación fonahpu desde marzo de 1999, tras cumplir con los requisitos legales; 

no obstante, refiere que la ONP suspendió dicho pago el 16 de octubre del 2009, 

desconociendo que se trata de un derecho consolidado e incorporado a su pensión.  

Casación N.º 15252-2025-Cusco:  Cerafina Baca Prudencio, formula como 

pretensiones las siguientes: i) declarar contraria a derecho la suspensión material 

del pago fonahpu; ii) declarar la nulidad de las Resoluciones N.º 7076-2024-

DPE.PP/ONP/FONAHPU y N.º 000466-2024-DPE-ONP; y iii) se disponga la 

restitución del pago de la bonificación fonahpu (S/ 640.00 anual) desde la fecha que 

la ONP dejó de pagar dicho beneficio (abril 2013) en adelante, más los devengados 

e intereses legales.  

Como fundamentos de su demanda, señaló que como cesante del Decreto Ley N.º 

20530 desde el 30 de septiembre de 1995. Percibió la bonificación de fonahpu de 

forma continua hasta abril de 2013, fecha en que la ONP cesó el pago de forma 

arbitraria, pese a la naturaleza permanente y pensionable del beneficio. 

Casación N.º 17052-2025-Cusco:  Renee Sonia Durand Villafuerte, peticiona lo 

siguiente: i) se ordene a la Oficina de Normalización Previsional la restitución del 

pago de la bonificación fonahpu; y ii) se ordene el reconocimiento de las sumas no 

abonadas desde el 18 de octubre 2019 en adelante. 

Como fundamentos de su demanda, señaló que en su condición de cesante bajo el 

Decreto Ley N.º 20530 desde el 05 de febrero de 1991. Alega que percibió la 

bonificación fonahpu de manera regular desde marzo de 1999; sin embargo, la 

ONP suspendió dicho pago a partir del 18 de octubre de 2019, omitiendo que este 

beneficio adquirió carácter pensionable por la Ley N.º 27617. 

Casación N.º 17464-2025-Cusco:  Celia Sánchez Olivera, formula las siguientes 

pretensiones: i) la nulidad de las Resoluciones N.º 3593-2024-
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DPE.PP/ONP/FONAHPU D.L. 20530 y N.°00066-2024-DPE-O NP; y, ii) se ordene a 

la ONP la restitución del pago de la bonificación fonahpu, disponiéndose el 

recálculo y pago de los montos dejados de percibir desde enero 2017 hasta la 

fecha, más los intereses legales. 

Como fundamentos de su demanda, sostiene que en su condición de cesante bajo 

el Decreto Ley N.º 20530, percibió regularmente la bonificación fonahpu desde el 

año 1999 tras cumplir con los requisitos para su otorgamiento; sin embargo, la ONP 

suspendió dicho pago en el año 2017, omitiendo que este beneficio adquirió 

carácter pensionable. En tal sentido, al tratarse de un derecho ya consolidado por 

su percepción previa, solicita la restitución del beneficio y el abono de los montos 

devengados. 

Casación N.º 17772-2025-Lambayeque:  Lucio Moisés Callacna Inga, promoviendo 

como pretensiones las siguientes: i) la nulidad de la Resolución N.º 00000010069-

2024-DPE.PP/ONP/FONAHPU-D.L. 20530; ii) se ordene a la demandada expedir 

una nueva resolución; iii) se disponga la restitución y otorgamiento de la 

bonificación fonahpu como parte integrante de su pensión de cesantía a partir de 

abril del 2024 a la fecha; y iv) se disponga el pago de los devengados generados, 

más los intereses legales.  

Como fundamentos de su demanda, señaló que como cesante del Decreto Ley N.º 

20530 desde 1991, percibió la bonificación fonahpu desde la vigencia del Decreto 

de Urgencia N.º 034-98 al cumplir con los requisitos legales. Alega que la ONP 

suspendió dicho pago de forma ilegal, ignorando que el beneficio ya se había 

incorporado a su patrimonio jurídico. Por tanto, solicita la restitución del concepto y 

el pago de los devengados generados. 

Casación N.°18115-2025-Cusco:  Nelli Liberata Pacheco Muelle, formulando las 

siguientes pretensiones: i) se declare la nulidad de las Resoluciones N.º 03322-

2024-DPE-PP./ONP/FONAHPU D.L.20530, y N.º 00161-2024-DPE-ONP; ii) se 

ordene a la ONP restituir el pago de la bonificación fonahpu; y, iii) se disponga el 

recálculo y abono de los montos dejados de percibir desde enero de 2017 a la 

fecha, incluyendo los intereses legales. 

Como fundamentos de su demanda, sostiene que, en su calidad de cesante del 

Decreto Ley N.º 20530, percibió regularmente la bonificación fonahpu desde 1999 
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al cumplir con los requisitos de ley. No obstante, cuestionó que la ONP suspendiera 

dicho pago en 2017, ignorando que el beneficio adquirió carácter pensionable. Por 

tal motivo, al ser un derecho consolidado por su percepción previa y permanente, 

solicita la restitución del concepto y el pago de los devengados correspondientes. 

Casación N.°18432-2025-Cusco:  Maria Antonieta Andrade de Melendez, formula 

como pretensión: i) se ordene a la Oficina de Normalización Previsional reconocer 

las sumas no abonadas; y ii) se disponga la restitución del fonahpu, por la suma 

semestral de S/320.00, desde el 18 de octubre de 2017 en adelante. 

Como fundamentos de su demanda, señaló que ostenta la condición de cesante 

bajo el Decreto Ley N.º 20530. Argumenta que percibió la bonificación fonahpu de 

manera regular al cumplir con los requisitos establecidos en el artículo 6 del 

Decreto Supremo N.º 082-98-EF; sin embargo, la ONP suspendió dicho pago 

omitiendo que este beneficio adquirió carácter pensionable. Finalmente, enfatiza 

que, como pensionista del Decreto Ley N.º 20530, ya había adquirido su derecho 

para la obtención y pago del beneficio, por lo que corresponde la restitución del 

beneficio fonahpu. 

Casación N.º 21558-2025-Cusco:  Josefina Ríos Garrido Vda. de López, formula 

las siguientes pretensiones: i) se ordene a la Oficina de Normalización Previsional 

reconocer las sumas no abonadas desde el 18 de abril del 2020; y ii) se disponga la 

restitución del pago de la Bonificación del fonahpu, por la suma semestral de 

S/320.00, desde el 18 de abril de 2020 en adelante. 

Como fundamentos de su demanda, sostiene que, en su condición de cesante del 

Decreto Ley N.º 20530, percibió regularmente la bonificación fonahpu tras cumplir 

con los requisitos establecidos en el Decreto Supremo N.º 082-98-EF. No obstante, 

cuestionó que la ONP suspendiera dicho pago ignorando que el beneficio adquirió 

carácter pensionable. En tal sentido, enfatiza que, al haber consolidado su derecho 

como pensionista de dicho régimen, corresponde la inmediata restitución del 

beneficio y el abono de las sumas devengadas. 

Casación N.°33850-2025-Cusco:  Dominga Carazas Machaca, formula las 

siguientes pretensiones: i) la nulidad de las Resoluciones N.º 03136-2024-DPE-

ONP/FONAHPU D.L.20530, y N.º 0710-2024-DPE-ONP; ii) se disponga a la ONP 

cumpla con restituir el pago de la bonificación fonahpu; y, iii) se disponga el 
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recálculo y abono de los montos dejados de percibir desde octubre de 2014 a la 

fecha, incluyendo los intereses legales. 

Como fundamentos de su demanda, sostiene que, en su calidad de cesante del 

Decreto Ley N.º 20530, percibió regularmente la bonificación fonahpu desde 

octubre de 1999 al cumplir con los requisitos de ley. No obstante, cuestionó que la 

ONP suspendiera dicho pago en 2014, ignorando que el beneficio adquirió carácter 

pensionable. Por tal motivo, al ser un derecho consolidado por su percepción previa 

y permanente, solicita la restitución del concepto y el pago de los devengados 

correspondientes. 

Casación N.º 34721-2025-Cusco:  Tula Gabriela Olarte Vargas, formula las 

siguientes pretensiones: i) se reconozca las sumas no abonadas; y ii) se disponga 

la restitución de la bonificación fonahpu, desde el 18 de abril de 2012 en adelante, 

más intereses legales. 

Como fundamentos de su demanda, sostiene que, en su calidad de cesante del 

Decreto Ley N.º 20530, percibió regularmente la bonificación fonahpu; sin embargo, 

la ONP suspendió arbitrariamente este pago debido a que su pensión mensual 

superó el límite legal de S/1,000.00. Ante esta situación, solicita la restitución del 

beneficio y el pago de devengados e intereses.  

Casación N.º 34975-2025-Cusco:  María Yolanda Granada de Rodríguez, formula 

las siguientes pretensiones: i) se declare contraria a derecho y cese de la actuación 

material de suspensión de pago de la bonificación fonahpu; y, ii) se disponga la 

restitución del pago de la bonificación fonahpu desde el 01 de enero de 2021 fecha 

en la Oficina de Normalización Previsional -ONP dejó de pagar dicho beneficio en 

adelante, más los devengados e intereses legales. 

Como fundamentos de su demanda, señaló que ostenta la condición de cesante 

bajo el Decreto Ley N.º 20530. Argumenta que percibió la bonificación fonahpu de 

manera regular al cumplir con los requisitos establecidos para su percepción; sin 

embargo, la ONP suspendió dicho pago de forma arbitraria, omitiendo que este 

beneficio tiene carácter pensionable. 
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b)   Sentencia de primera instancia  

Mediante las sentencias de primera instancia, los juzgados laborales de las Cortes 

Superiores de Justicia de Cusco y Lambayeque resolvieron declarar fundadas  las 

demandas correspondientes a las Casaciones N.º 9554-2025, 15252-2025, 17464-

2025, 17772-2025 y 21558-2025; asimismo, declararon fundadas en parte  las 

pretensiones respecto de las Casaciones N.º 14663-2025, 17052-2025, 18115-2025 

y 18432-2025. En consecuencia, se ordenó a la Oficina de Normalización 

Previsional la restitución de la bonificación fonahpu, así como el pago de los 

devengados e intereses legales correspondientes. 

 

Esta decisión de primera instancia se sustenta en que los demandantes, en su 

calidad de pensionistas del régimen del Decreto Ley N.º 20530, acreditaron en su 

oportunidad que cumplieron en su oportunidad con los requisitos del Decreto de 

Urgencia N.º 034-98 y el Decreto Supremo N.º 082-98-EF. Se determinó que, si 

bien la pensión actual supera el tope de S/ 1,000.00, dicho incremento no 

constituye una causal legítima para la supresión del beneficio, toda vez que este ya 

había sido incorporado al patrimonio jurídico del pensionista, adquiriendo carácter 

pensionable en virtud de la Ley N.º 27617. 

 

Por otro lado, respecto de las Casaciones N.º 33850-2025, 34721-2025 y 34975-

2025, los juzgados de primera instancia resolvieron declarar infundadas  las 

demandas. En estos casos, se argumentó que la suspensión del pago resulta 

legítima debido a que los recurrentes dejaron de cumplir con la condición esencial 

del “tope pensionario”. Según esta postura, al superar la pensión mensual el umbral 

de S/1,000.00 establecido en el marco normativo del fonahpu, desaparece el 

presupuesto habilitante para su percepción, validando así la actuación de la 

administración previsional al recortar dicho concepto. 

 

  c) Sentencia de vista 

Respecto a las Casaciones N.º 9554-2025, 14663-2025, 15252-2025, 17052-2025, 

17464-2025, 17772-2025, 18115-2025, 18432-2025 y 21558-2025, las Salas de la 

Corte Superior de Justicia de Cusco y Lambayeque han resuelto los recursos de 

apelación interpuestos por la parte demandada bajo un criterio uniforme. Mediante 
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las respectivas sentencias de vista, el colegiado procedió a revocar  los fallos de 

primera instancia y declarar infundadas  las demandas, sustentando que el 

beneficio reclamado está supeditado a que la pensión mensual no exceda los S/ 

1,000.00, conforme al Decreto Supremo N.º 082-98-EF y el Decreto de Urgencia N.º 

009-2000. En consecuencia, al superarse dicho tope, desaparece la condición 

esencial para su percepción, facultando a la ONP a suspender el pago sin vulnerar 

el carácter irrenunciable del derecho pensionario. Asimismo, se determinó la 

improcedencia de la restitución del fonahpu, toda vez que la Ley N.º 27617 otorga 

carácter pensionable a dicha bonificación exclusivamente para el régimen del 

Decreto Ley N.º 19990, excluyendo al régimen del Decreto Ley N.º 20530. 

Bajo esta misma línea argumentativa, en cuanto a las Casaciones N.º 33850-2025, 

34721-2025 y 34975-2025, las Salas Superiores resolvieron los recursos de 

apelación de la parte demandante confirmando  las sentencias de primera instancia 

que declararon infundadas  las pretensiones. El colegiado ratificó la legalidad de la 

suspensión del bono, reiterando que el derecho estaba condicionado al límite 

pensionario de S/ 1,000.00, umbral que fue sobrepasado por los recurrentes, 

invalidando así su exigibilidad. 

I.3 CAUSALES DEL RECURSO DE CASACIÓN 

Esta Sala Suprema, mediante las doce resoluciones, ha declarado procedentes los 

recursos de casación interpuestos por los demandantes. Por las siguientes 

causales:  

 

i. Interpretación errónea, correcta interpretación y aplicación e infracción 

normativa del artículo 2 numeral 2.1 de la ley N.º 27617. 

ii. Correcta interpretación y aplicación la Ley N.º  28110. 

iii. Correcta interpretación y aplicación del Decre to Supremo N.º 081-93-EF. 

iv. Interpretación errónea, correcta interpretación  y aplicación del artículo 3 

del Decreto Supremo N.º 028-2002-EF, referidos a la  restitución de la 

bonificación FONAHPU. 

v. Interpretación errónea e infracción normativa de l artículo 1 del Decreto 

de Urgencia N.º 034-98. 
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vi. Interpretación errónea de la Tercera Disposició n Complementaria y Final 

del Decreto Legislativo N.º 1666 y el artículo 2 de  su Reglamento, 

aprobado mediante Decreto Supremo N.º 266-2024-EF. 

vii. Interpretación errónea e infracción normativa del artículo 6 del Decreto 

Supremo N.º 82-1998-EF. 

viii. Apartamiento de la Reglas Interpretativas apr obadas en el Acuerdo N.°6 

del Acuerdo Plenario N.º 1-2023-116-DCST y de las d ecisiones 

vinculantes de la Corte Suprema de Justicia de la R epública, Sentencia 

de Casación: FONAPHU- Motivación en serie de fecha 17 de mayo de 

2024, Casación N.º 8747-2022- Arequipa y la Casació n N.º 6685-2022-

Arequipa. 

ix. Infracción normativa de la única Disposición Co mplementaria 

Modificatoria de la Ley N.°31591, que modifica el a rtículo 112 de la Ley 

Orgánica del Poder Judicial (en estricto el artícul o 116 del Texto Único 

Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial). 

x. Errónea interpretación de los artículos 10 y 26 de la Constitución. 

xi. Errónea interpretación de la Ley N.º 30490.   

 

I. 4 CONSIDERACIONES PREVIAS DEL RECURSO DE CASACIÓ N   

1.4.1. Desde una perspectiva técnica y estrictamente jurídica, el recurso de 

casación se define como un mecanismo de naturaleza excepcional o extraordinaria. 

Su función primordial no es reevaluar el conflicto fáctico, sino ejercer un control de 

legalidad sobre las resoluciones impugnadas, verificando la correcta interpretación 

y aplicación del ordenamiento jurídico sustantivo, así como el irrestricto 

cumplimiento de las garantías del debido proceso. Al mantener incólume la fijación 

de los hechos realizada por las instancias de mérito, la casación busca evitar la 

arbitrariedad judicial, dotar de predictibilidad al sistema y garantizar una tutela 

jurisdiccional efectiva. 

 

1.4.2. Bajo esta premisa, la labor casatoria no constituye una instancia de revisión 

libre o un tercer examen del conflicto fáctico. Por el contrario, se rige estrictamente 

por el principio de trascendencia: la infracción normativa denunciada -ya sea un 

error in iudicando (de fondo) o in procedendo (de forma)- debe poseer una 

naturaleza esencial y determinante en el sentido del fallo. En consecuencia, el 
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recurso queda delimitado por un rigor formal que excluye el reexamen probatorio, 

limitando la competencia del tribunal superior a verificar si la subsunción jurídica 

realizada por los jueces de mérito es coherente y respetuosa del ordenamiento 

vigente. 

 
1.4.3. Respecto a su naturaleza, Ledesma destaca la preeminencia del interés 

público en este recurso, señalando que su fin es garantizar la vigencia de la ley y 

actuar como un órgano de control frente a infracciones normativas o apartamientos 

de la jurisprudencia vinculante. Al respecto, la autora precisa lo siguiente: 

 
“(…) La casación es un recurso en el que prima el interés público porque busca 
garantizar la vigencia de la ley y ser un órgano contralor del juzgador en los casos 
de violación de la norma jurídica o la jurisprudencia vinculante. La casación implica 
una impugnación limitada, admisible solamente si se denuncian determinados 
vicios o errores solamente de Derecho (…). Este recurso es extraordinario porque 
surge como último remedio agotada la impugnación ordinaria y solo permite 
controlar los errores de derecho en la actividad procesal y en el enjuiciamiento de 
fondo. Para su interposición se exigen motivos determinados, formalidades 
especiales y no el simple agravio”1. 

  

1.4.4. En igual sentido Álvarez manifiesta, que el objeto de la tutela de la casación 

trasciende el perjuicio particular, orientándose a la defensa de la seguridad jurídica 

y la prevalencia del principio de igualdad ante la ley. No obstante, el autor subraya 

que la viabilidad del recurso está supeditada al principio de trascendencia; es decir, 

que la falta o error normativo sea determinante en el sentido del fallo. De este 

modo, debe corroborarse que dicho vicio haya influido decisivamente en la 

resolución, generando el perjuicio jurídico que se pretende advertir2.  

 

1.4.5. De otro lado, a diferencia de los medios impugnatorios ordinarios, como el 

recurso de apelación, cuya finalidad es un reexamen amplio de la controversia 

(novum iudicium), la casación ostenta un carácter estrictamente excepcional y 

taxativo. Según refiere Huamán3, este recurso solo es admisible ante los supuestos 

señalados de forma específica en la norma adjetiva, lo cual limita drásticamente el 

ámbito de actuación del Tribunal Supremo. En esta sede, rige con rigor el principio 
                                                
1 LEDESMA NARVÁEZ, M. 2008. Comentarios al Código Procesal Civil. T. II Gaceta Jurídica. I° Edición, Lima, pp. 
217-218. 
2ÁLVAREZ URBINA, G. 2018. La calificación del Recurso de Casación Civil y sus implicancias. Iuris Omnes- 
Revista de la Corte Superior de Justicia de Arequipa, pp.85-95.  
3HUAMÁN ORDÓÑEZ, L. 2010. El recurso de casación civil: análisis doctrinario y jurisprudencial. Ediciones 
Jurídicas, Lima, pp. 45. 
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de congruencia recursal, lo que implica que el magistrado debe circunscribir su 

pronunciamiento exclusivamente a las causales invocadas por el recurrente. 

Mientras que en la apelación el juez de alzada posee una mayor latitud para 

analizar la integridad del proceso, en casación la competencia del juzgador se 

encuentra vinculada y restringida al error de derecho denunciado, impidiendo 

cualquier pronunciamiento de oficio sobre aspectos no contenidos en el recurso. 

 
1.4.6. La naturaleza excepcional de la casación impone al impugnante una carga 

procesal de alta complejidad técnica. No basta con la simple manifestación de 

inconformidad o el simple agravio; por el contrario, como sostiene Morales4, el 

recurrente debe cumplir con una triple identidad argumentativa: señalar 

explícitamente la afectación generada por la resolución impugnada, precisar la 

causal legal específica que fundamenta su pedido y proponer el reparo jurídico 

concreto ante dicha afectación. Esta exposición no puede ser genérica, sino que 

debe presentarse bajo una estructura lógica, coherente y completa. La ausencia de 

un nexo causal claro entre la norma infringida y la incidencia directa en el sentido 

del fallo conlleva indefectiblemente a la improcedencia del recurso, reafirmando que 

la casación es un mecanismo de control de legalidad y no una instancia de libre 

revisión. 

 
1.4.7. En el ámbito especializado, el recurso de casación laboral se configura como 

un acto de naturaleza mixta. Es extraordinario pues su interposición está 

supeditada a presupuestos determinados bajo un sistema de numerus clausus, 

propiciando un juzgamiento de puro derecho para verificar la correcta aplicación de 

las normas laborales y realizar las correcciones pertinentes. Asimismo, su carácter 

formal exige una rigurosa técnica de fundamentación. Como señala la doctrina, el 

debate queda estrictamente delimitado por los parámetros de procedencia 

declarados por la Sala Suprema, impidiendo que la decisión final se aparte de dicho 

marco técnico-jurídico. 

 
1.4.8. Resulta fundamental comprender que la casación, como institución jurídica, 

se halla estructurada por dos elementos que operan bajo una relación de 

complementariedad necesaria. Siguiendo al maestro Piero Calamandrei, estos 

                                                
4MORALES ACOSTA, A. 2020. La técnica del recurso de casación: requisitos de fondo y forma. Gaceta Jurídica, 
Lima. pp. 112-115. 
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elementos son la Corte de Casación y el Recurso de Casación. Aunque provienen 

de campos distintos -el primero del ordenamiento orgánico judicial-político y el 

segundo del derecho procesal-, ambos se integran recíprocamente para dar vida a 

la institución5. 

 
1.4.9. La determinación de las funciones del recurso de casación permite establecer 

si el ordenamiento jurídico de una sociedad está orientado únicamente a una 

rigurosa observancia de la legalidad, o si aspira también a alcanzar el valor justicia 

en las decisiones judiciales. En ese sentido, la casación no opera bajo un sistema 

"puro", sino bajo un modelo híbrido que armoniza la función nomofiláctica (control 

de la norma) con la función dikelógica (control de justicia en el caso concreto). Esta 

última permite, de forma excepcional, el control de los hechos y la valoración 

probatoria realizada por los jueces de mérito cuando resulta necesario para evitar 

sentencias absurdas o arbitrarias que vulneren el ordenamiento. 

 
1.4.10. Como fin esencial, la función nomofiláctica garantiza la observancia correcta 

de la norma jurídica, entendida esta como el derecho objetivo que regula de modo 

efectivo la vida social. La casación se instituye, por tanto, como el mecanismo 

supremo para defender la norma frente a resoluciones judiciales que la infrinjan, 

manteniendo la exacta observancia de las leyes. Al respecto, la doctrina precisa 

que esta tutela no solo es sustantiva -referida a la defensa de la ley- sino también 

adjetiva, evitando que los jueces interpreten la normatividad de manera arbitraria o 

dispar ante situaciones jurídicas idénticas6. 

 
1.4.11. Íntimamente ligada a la anterior, la función unificadora busca la uniformidad 

de los criterios jurisprudenciales, tal como lo prevé el artículo 384 del Código 

Procesal Civil. Siguiendo a Monroy Gálvez7, esta finalidad pretende que las 

decisiones judiciales encuentren organicidad y unicidad bajo las pautas del órgano 

supremo. Esta uniformidad trasciende el interés particular, pues se erige sobre los 

principios de igualdad ante la ley y seguridad jurídica, permitiendo que los 

ciudadanos y magistrados cuenten con un sistema de predictibilidad que impida la 

emisión de pronunciamientos contradictorios ante presupuestos fácticos similares.  
                                                
5CALAMANDREI, P. La casación civil: Historia y legislaciones, Tomo I, Vol. I, Traducción de Sentis Melendo, S. 
Buenos Aires. 
6 ÁVALOS O. 2014. Comentarios a la Nueva Ley Procesal del Trabajo: estudio y análisis crítico de la Ley N.º 
29497. Jurista Editores. 
7 MONROY GÁLVEZ, J. 1992. Los medios impugnatorios en el Código Procesal Civil. Ius et Veritas, 3(5), 21-31. 
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1.4.12. Más allá de la protección abstracta de la ley, la casación ostenta una función 

dikelógica, cuyo objeto es alcanzar la justicia en el caso concreto y procurar la 

protección efectiva del litigante. Si la finalidad del proceso es lograr la paz social en 

justicia, el recurso de casación no puede ser ajeno a este propósito. Por ello, ante 

sentencias que evidencien un error determinante en la fijación de los hechos o en la 

calificación jurídica de los mismos, la Sala Suprema está facultada, de modo 

excepcional, para controlar ello a fin de evitar un resultado manifiestamente injusto 

o carente de racionalidad. 

 
1.4.13. En sintonía con las funciones nomofiláctica y unificadora previamente 

descritas, resulta pertinente destacar la adopción de herramientas procesales 

orientadas a garantizar la celeridad, economía y predictibilidad del sistema. Así, 

mediante la Resolución Administrativa N.º 000339-2025-CE-PJ, el órgano de 

gestión del Poder Judicial [ Consejo Ejecutivo del Poder Judicial] aprobó el 

Protocolo "Gestión procesal de la motivación en serie". Esta técnica jurisdiccional -

cuyas ventajas fueron resaltadas por la propia Corte Suprema en la Casación N.º 

55355-2022-HUAURA- permite ofrecer una idéntica fundamentación a un grupo de 

procesos no penales (tales como civiles, laborales o contenciosos administrativos) 

que presenten pretensiones análogas y cuenten con un criterio uniforme 

previamente establecido. Es fundamental precisar que la motivación en serie no 

constituye una acumulación de procesos; por el contrario, opera mediante la 

identificación de una sentencia fuente, preexistente y debidamente fundamentada, a 

partir de la cual se emiten "sentencias derivadas" independientes que hacen 

referencia a dicha resolución matriz. De este modo, los órganos jurisdiccionales, 

incluidas las Salas Supremas, logran una pronta resolución judicial sin vulnerar el 

debido proceso ni la debida motivación, afianzando la tutela jurisdiccional efectiva 

frente a controversias fácticas y jurídicas idénticas. Es indudable que una realidad 

judicial con una carga procesal considerable [ como se señala en líneas 

posteriores], convertida ya en un problema público, requiere soluciones concretas 

dentro del marco de una política pública que ponga al justiciable como el primer 

beneficiario de ella. 
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I.5 CIFRAS Y MATICES SOBRE LA CARGA PROCESAL  

1.5.1 La Tercera Sala de Derecho Constitucional y Social Transitoria de la Corte 

Suprema de Justicia de la República viene experimentando un incremento 

exponencial y sostenido en el ingreso de expedientes judiciales en los últimos años. 

Esta acumulación masiva de causas, derivada de la alta litigiosidad en materias de 

su competencia, ha generado una sobrecarga procesal que desafía gravemente la 

capacidad operativa del órgano jurisdiccional y pone en riesgo el cumplimiento del 

principio constitucional de la tutela jurisdiccional efectiva y el derecho a ser juzgado 

dentro de un plazo razonable. 

 

1.5.2. Bajo este marco, se advierte una carga procesal excesiva, teniendo la misma 

una tendencia al alza donde el avance en la resolución de casos no logra equiparar 

el ritmo de ingreso. Ahora bien, en el año 2024 consolidó un ingreso total de 2,935 

expedientes, evidenciando una presión operativa considerable. El flujo de carga 

procesal durante este período estuvo fuertemente concentrado en el primer 

semestre, destacando de manera preponderante los meses de abril (733 ingresos, 

equivalentes al 25.0%), enero (652 ingresos, 22.2%) y marzo (598 ingresos, 

20.4%). Entre estos tres meses se acumuló casi el 68% del total anual: 

 
Cuadro N.º 1 

FLUJOS DE INGRESOS DE EXPEDIENTES, ENERO-DICIEMBRE DEL 2024 

 
 

Fuente:  Poder Judicial del Perú. Estadísticas de la Corte Suprema de Justicia Tercera Sala 
de Derecho Constitucional y Social Transitoria, Año-2024. 
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Gráfico N.º 1 

  

Fuente:  Poder Judicial del Perú. Estadísticas de la Corte Suprema de Justicia-2024. 

 

1.5.3. Durante el año 2025, la carga procesal de la Sala sufrió un incremento, 

alcanzando un total de 7,687 expedientes ingresados, lo que representa un 

aumento de más del 160% en comparación con el año anterior. A diferencia del 

2024, el flujo de ingresos en 2025 se mantuvo alto de manera sostenida a lo largo 

de todo el año, registrando un pico durante el tercer trimestre, específicamente en 

los meses de julio (1,015 ingresos, 13.2%) y junio (951 ingresos, 12.4%).  

 

Cuadro N.º 2 

FLUJOS DE INGRESOS DE EXPEDIENTES, ENERO-DICIEMBRE DEL 2025 

 
Fuente:  Poder Judicial del Perú. Estadísticas de la Corte Suprema de Justicia Tercera Sala 
de Derecho Constitucional y Social Transitoria, Año-2025. 
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Gráfico N.º 2  

 
Fuente:  Poder Judicial del Perú. Estadísticas de la Corte Suprema de Justicia-2025. 

 

1.5.4. En lo que va del año 2026, con datos computados hasta el mes de mayo, la 

tendencia de alta concentración de ingresos se mantiene firme, acumulando ya un 

total parcial de 2,915 expedientes. El análisis mensual revela que los meses de 

marzo (725 ingresos, 24.9%) y abril (742 ingresos, 25.5%) concentran más de la 

mitad de la carga total registrada en este corto periodo. Al observar que el volumen 

acumulado en solo cinco meses ya casi iguala al total de todo el año 2024, se 

confirma plenamente la urgencia de adoptar las medidas de producción en serie 

propuestas, sin que el ello se convierta solo en un prurito de celeridad, sin respeto 

por el debido proceso.  

 

Cuadro N.º 3 

FLUJOS DE INGRESOS DE EXPEDIENTES, ENERO-MAYO DEL 2 026 

 
Fuente:  Poder Judicial del Perú. Estadísticas de la Corte Suprema de Justicia Tercera Sala 
de Derecho Constitucional y Social Transitoria, Año-2026. 



Corte Suprema de Justicia de la República 
Tercera Sala de Derecho Constitucional y Social Transitoria 

 
SENTENCIA 

MOTIVACIÓN EN SERIE N.° 02-2026-3SDCST 
 

17 
 

 

Gráfico N.º 3  

 
 Fuente:  Poder Judicial del Perú. Estadísticas de la Corte Suprema de Justicia-2026. 

 

1.5.5. Del análisis pormenorizado de los Gráficos N.º 1, 2 y 3 y sus respectivos 

cuadros estadísticos, se advierte una mutación crítica en la densidad de la carga 

procesal de este Supremo Tribunal, mientras que en el ejercicio 2024 se registró un 

ingreso de 2,935 expedientes con una marcada estacionalidad semestral, para el 

año 2025 la cifra escaló disruptivamente a 7,687 causas, representando un 

incremento de más del 160%. Esta tendencia alcista no solo se ha mantenido, sino 

que se ha agudizado en el período 2026, donde en tan solo cinco meses el volumen 

de ingresos (2,744 expedientes) ya equipara la carga total de todo el año 2024. 

Esta progresión aritmética evidencia un escenario de colapso operativo latente, 

donde el método de resolución individualizada resulta fáctica y matemáticamente 

insuficiente para atender la demanda de justicia de manera oportuna. 

 

1.5.6. Ante el escenario antes señalado, resulta necesario implementar 

herramientas de gestión procesal eficaces y céleres que permitan dar una 

respuesta oportuna a los justiciables sin desmedro de la calidad de las 

resoluciones. La acumulación material de procesos con idéntica plataforma fáctica y 

jurídica se erige como la alternativa idónea para optimizar los recursos del tribunal. 
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Dicha implementación permite dar una respuesta inmediata a los justiciables -en su 

mayoría personas adultas mayores en situación de vulnerabilidad- sin que ello 

implique un desmedro en la calidad de las resoluciones, toda vez que la unidad de 

criterio garantiza la predictibilidad judicial y la seguridad jurídica, evitando la emisión 

de fallos contradictorios en causas sustancialmente homólogas. 

 
1.5.7. Por los fundamentos expuestos, consideramos plenamente justificado y 

necesario proceder a una motivación en serie. Esta técnica de simplificación 

procesal y estandarización de criterios jurídicos permitirá resolver de manera 

conjunta y masiva aquellos expedientes que compartan la misma controversia 

jurídica sustancial, garantizando así la predictibilidad judicial, la uniformidad de la 

jurisprudencia y una drástica reducción del tiempo de espera para la resolución de 

los conflictos. 

 

I.6 BREVE PERFIL HISTÓRICO DE LA OBLIGACIÓN DE MOTI VACIÓN DE LAS 

RESOLUCIONES JUDICIALES  

1.6.1. Como sostiene Taruffo, refiriéndose a la Francia decimonónica, “De hecho, 

mientras a la práctica del ancien régimen, le era completamente ajeno el instituto de 

la motivación”8, es evidentemente con la revolución francesa que se introduce la 

obligatoriedad de la misma, congruente con la idea de justicia, con un cariz político 

y no doctrinal o filosófico. Para el maestro italiano, “Esto permite explicar la 

peculiaridad más relevante de la introducción de la obligación de motivación por 

parte del legislador revolucionario, o sea el hecho de que éste sea considerado 

como carácter general que no tolera limitaciones, coherentemente inserto en el 

contexto y la concepción legalista y democrática de la justicia”9  

 

1.6.2. De esa circunstancia histórica se rescata la función extraprocesal de la 

motivación, que se ve configurada “como un elemento esencial del procedimiento 

jurisdiccional, independientemente de la actitud del juez y del interés de las partes 

en los casos particulares, ya que la posibilidad de control externo sobre la manera 

                                                
8 TARUFFO, Michele; La Motivación de la Sentencia Civil; 2006; Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación; pag. 304. 
9 Op. Cit. pp. 305. 
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en la que el juez ejerce el poder que le ha sido otorgado, sólo subsiste si la 

motivación es ilimitada y sin condiciones”10 

 

1.6.3. El fenómeno de la obligatoriedad de la motivación en Europa no fue pacífico; 

en Prusia, “ante una práctica anterior que conocía el instituto de la motivación 

secreta y destinada a ser utilizada exclusivamente por el juez de la impugnación, el 

elemento innovador consiste en la introducción de la obligación de poner por escrito 

la motivación destinada al conocimiento de las partes”11 . Es lo que se conoce como 

la función endoprocesal de la motivación: “consiste en hacer que las partes se den 

cuenta con claridad del significado de la decisión, especialmente en la eventualidad 

de una impugnación, y en permitir que el juez de la impugnación valore de manera 

adecuada el fundamento de la decisión impugnada” 12.  

 

1.6.4. En ese escenario, propio del siglo XVIII, variantes de todo tipo se pueden 

destacar: vg. como facultad del juez y no obligación; como práctica; motivación 

secreta; motivación sólo usada por el juez de la impugnación; prohibición de la 

motivación; inexistencia de la motivación; motivación condicionada; motivación 

limitada. 

 

1.6.5. Por otro lado, debe señalarse que, en el Perú, la primera Constitución Política 

del Perú de 1823, no contenía ninguna referencia a la obligatoriedad de motivar las 

decisiones judiciales, como sí lo hace, la actual Carta Magna de 1993 [ al igual que 

su antecedente de 1979] en el artículo 139.5; y en efecto, como sostiene García 

Toma, “la motivación escrita cumple las funciones siguientes: a.- Garantía de 

defensa. Las partes deben conocer las razones fácticas y jurídicas de la decisión 

adoptada. Ello a efectos de poder promover según sea necesario, su reparación del 

error cometido. b. Garantía legitimadora. La ciudadanía adquiere confianza en los 

entes que imparten justicia, ya que estos pueden acreditar que sus decisiones no 

son discrecionales, sino conforme a los hechos controvertidos y reglados a 

derecho.”13    

 

                                                
10Op.Cit. pp.309 
11Op.Cit. pp.305 
12Op Cit. pp. 309 
13 GARCÍA TOMA, V. 2015. La debida motivación como principio-derecho de justificación de las decisiones 
judiciales y administrativas”. En Balance y Desafíos a 20 años de funcionamiento. Lima, CNM, pp.103.  
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1.6.6. En la orilla de la argumentación jurídica, Zavaleta Rodríguez, sostiene que 

“motivar una decisión judicial no consiste en expresar por qué se ha tomado esa 

decisión; esto es, en presentarla como un efecto de determinadas causas o razones 

explicativas; consiste en mostrar porqué es correcta la decisión, en el sentido que 

está apoyada por razones justificativas… que son propias del contexto de 

descubrimiento y contexto de justificación”.14  

 

1.6.7. Ahora bien, considerando a la motivación de una resolución judicial, también 

como un principio del proceso15, y no como principio del procedimiento, su ausencia 

o su defecto, no es un tema baladí; produce inexorablemente la nulidad de una 

decisión judicial, como lo ha destacado el Tribunal Constitucional y la Corte 

Suprema de la República y que se ha expuesto, in extenso, en esta decisión.     

 

1.6.8. Ese efecto nulificante deriva de la naturaleza del principio de marras, puesto 

que los principios del proceso  (entre ellos la motivación de la decisión judicial), 

por definición, no es equivalentes a principios del procedimiento , pues los 

primeros están referidos a la estructura misma del proceso, de modo que la 

ausencia de uno de ellos, determina que no podamos referirnos, en rigor a proceso 

alguno. Como dice Gimeno Sendra, el principio del proceso es consubstancial al 

concepto mismo del proceso, alcanzando una dimensión constitucional, son por 

ello, conformantes de un proceso civil justo o debido, entre los que destacan 

básicamente el de contradicción e igualdad de armas16, mientras que los segundos, 

tienden a identificar la opción del legislador por uno u otro sistema procesal17. 

 

I.7 SOBRE LA FACULTAD DE LA MOTIVACIÓN EN SERIE EN EL PROCESO 

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. 

                                                
14 ZAVALETA RODRÍGUEZ, R. 2015. La Motivación de las decisiones judiciales como argumentación jurídica; 
comentarios al Precedente N.º 120-2014-PCNM. En Balance y Desafíos a 20 años de funcionamiento. Lima, CNM, 
pp. 115. 
15 Es también un derecho de las partes, deber del juez, garantía procesal.  
16 GIMENO SENDRA, V. (2005). Derecho Procesal Civil: Parte General I. Editorial Colex, Madrid, pp. 22. 
17 MONROY GALVEZ, Juan. Op. Cit. pag. 81. Léase también a Adolfo Alvarado Velloso, para quien los principios 
del procedimiento serían más bien reglas técnicas del debate procesal, pues un principio siempre supone un 
carácter unitario, y sin su presencia real, no podría hablarse en rigor, de proceso. Estas reglas o líneas directrices 
ostentan una importancia sensiblemente menor que la de los principios, pues éstos no deben faltar, aunque poco 
importe que las reglas por las que opte el legislador sea o una u otra; así, lo importante es que estén los principios 
en el proceso, no interesa mucho que la regla optada sea, por ejemplo, la oralidad o escritura, la mediación o 
inmediación, siempre que no se desnaturalice la esencia misma del proceso; en Teoría General del Proceso: 
Materiales de Enseñanza de la  Escuela de Post grado de la Universidad Particular “Antenor Orrego” de Trujillo; 
pág. 263. 
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1.7.1. Ahora bien, en clave de exégesis, podemos decir, que el Texto Único 

Ordenado de la Ley N.º 27584-Ley que Regula el Proceso Contencioso 

Administrativo, aprobado por Decreto Supremo N.º 011-2019-JUS, regula la figura 

de la motivación en serie, en su artículo 9, segundo párrafo, prescribiendo, como 

una facultad del Juez, lo siguiente: 

 

(…) 2.- Motivación en serie  
Las resoluciones judiciales deben contener una adecuada motivación.  
Cuando se presenten casos análogos y se requiera idéntica motivación para la 
resolución de los mismos, se podrán usar medios de producción en serie, siempre 
que no se lesione las garantías del debido proceso, considerándose cada uno como 
acto independiente. 

 

1.7.2. La ratio legis de esta norma no solo busca la eficiencia operativa del Tribunal 

Supremo, sino que constituye una garantía del derecho a la igualdad ante la ley. Al 

aplicar la motivación en serie, se asegura que los ciudadanos que se encuentran en 

una situación jurídica idéntica -como ocurre en el presente caso respecto a la 

interpretación de la restitución fonahpu- reciban una respuesta judicial uniforme, 

evitando fallos contradictorios que desnaturalizan la seguridad jurídica y la igualdad 

en la aplicación de la ley. 

 

1.7.3. La incorporación de esta facultad en el ordenamiento procesal administrativo 

peruano no fue un hecho fortuito, sino el resultado de una reforma legislativa 

orientada a dotar de dinamismo y eficacia al servicio de justicia. Originalmente, la 

Ley N.º 27584 no contemplaba esta figura; fue el Decreto Legislativo N.º 1067 

(publicado el 28 de junio de 2008) el que introdujo esta potestad para responder a 

la imperativa necesidad de optimizar la respuesta jurisdiccional frente a la alta 

litigiosidad masiva en materia prestacional, previsional y remunerativa.  

 

1.7.4. De acuerdo con la Exposición de Motivos del citado Decreto Legislativo N.º 

1067, se identificó que la atomización de causas análogas generaba demoras 

injustificadas y riesgos de fallos contradictorios. La norma busca que el juzgador, al 

haber consolidado un criterio jurídico uniforme, pueda aplicarlo de manera orgánica. 

Al respecto, la base doctrinaria del dispositivo señala: “Resulta necesario hacer 

expresa tal permisión a fin de lograr que los jueces despachen con criterios técnicos 
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y organicen su despacho para evitar demoras innecesarias frente a casos similares 

(...); además, evitaría la posible contradicción”. 

 

1.7.5. Como podrá apreciarse pues, la norma no exonera al Juez del deber 

constitucional de motivar, lo que sería flagrante vulneración de lo dispuesto en el 

artículo 139.5 de la Carta Política Fundamental; lo que hace es proporcionarle una 

herramienta o un medio de producción en serie, cuando en la labor estrictamente 

jurisdiccional, se presenten los siguientes supuestos: a) casos análogos y b) que se 

requiera una idéntica motivación. 

 

1.7.6. En ese sentido, queda claro, que subyace en el legislador, un propósito de 

celeridad, economía de tiempo, gastos y recursos, en la resolución de procesos en 

la justicia contencioso administrativa, y fundamentalmente en aquella, que según 

los datos estadísticos expuestos ut supra, vincula a pretensiones de naturaleza 

pública laboral y previsional, de gran demanda judicial en los actuales momentos.  

  

1.7.7.   Ahora bien, como quiera que se trata de casos análogos [no iguales] y que 

por tanto requieren de idéntica [no igual] motivación, entonces la norma señala que 

cada caso es un acto independiente. Por ello, cuando la norma considera que cada 

caso es independiente, garantiza que cualquiera de las partes involucradas en una 

resolución en serie, puedan también, de ser el caso, impugnar la decisión de 

manera independiente, sin que ello arrastre a todos. En otras palabras, aun cuando 

se trate de producción en serie, nada garantiza que cualquiera pueda o no 

impugnar, y en tal caso, al constituir actos independientes, ello no perjudica ni 

beneficia, sino solo al que lo hace. 

 

1.7.8. Un tema adicional, es también subrayar que, esta herramienta de celeridad y 

economía procesal, puede ser aplicada en cualquier instancia jurisdiccional, en el 

que se producen los supuestos normativos: casos análogos que requieran idéntica 

motivación, pues la norma no interdicta su uso en instancia alguna.  

 

1.7.9. Es en las instancias, en donde la consideración de acto independiente 

despliega su mayor efecto, pues es allí, el lugar en el que cualquiera de las partes 

involucradas, pueden hacer uso del recurso impugnativo, de ser el caso, y también 
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de manera independiente, pues no se debe olvidar que el medio impugnatorio 

siempre es a rogación (dispositivo) y tiene un carácter personal (cada uno señala el 

agravio respectivo que le afecta)  

 

1.7.10. Finalmente es preciso indicar, que aun cuando sobreentendido, la 

motivación en serie o producción en serie, no debe lesionar el derecho principio del 

debido proceso. En rigor, ningún proceso que se repute como tal, puede alejarse o 

separarse de dicha garantía, bajo riesgo de contravenir el artículo 139.3 de la 

Constitución Política del Perú. 

 
1.7.11.  Como se dijo ut supra, cuando se sostiene que el uso de la motivación en 

serie, no puede lesionar el debido proceso, diremos conjuntamente con Monroy, 

que el debido proceso es un derecho continente cuyas expresiones son, entre 

otras, el de ser juzgado por un juez competente, de ser emplazado válidamente, de 

poder contradecir en plazo razonable, de ser procesado en base a un 

procedimiento previamente establecido legalmente, de poder probar sus 

afirmaciones o de impugnar las decisiones18. 

 
1.7.12.  No debe entenderse pues, que un prurito de celeridad fulmine la garantía 

del debido proceso, sino que debe conjugarse ambos de cara a resolver de manera 

eficiente el conflicto de intereses o de cumplir el fin de la casación legalmente 

previsto. 

 

1.7.13. Para la Corte Suprema de La República, el debido proceso comprende lo 

siguiente:  

 

“El derecho a un debido proceso legal es un derecho constitucional que 

tiene como contenido esencial rodear al proceso de las condiciones 

mínimas de equidad y justicia que respaldan la legitimidad de la certeza del 

derecho finalmente determinado en su resultado, por lo que garantiza la 

correcta aplicación y vigencia del proceso, lo que a su vez es garantía de 

la tutela judicial efectiva, elemento indispensable para lograr la finalidad del 

propio proceso. La importancia del debido proceso legal como un derecho 

                                                
18 MONROY GÁLVEZ, J. 2006. Debido proceso y tutela jurisdiccional. En. En AA.VV. La Constitución Comentada. 
Análisis artículo por artículo. Tomo II, Gaceta Jurídica, Lima, pp. 497. 
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fundamental, tiene características transversales, a tal punto, que se 

sostenga, ya de modo pacífico, la postura de que éste, no sólo se aplique 

exclusivamente al ámbito jurisdiccional, sino en toda clase de proceso, de 

índole administrativo, arbitral o privado. En consecuencia, las garantías 

que involucran la protección del derecho a un debido proceso legal son 

aplicables no solo a los procesos jurisdiccionales sino a todos los procesos 

que se desarrollen dentro de la sociedad, sea para la determinación o 

generación de un derecho subjetivo de los ciudadanos, sea para la 

determinación de tal derecho en conflicto entre el ciudadano y la 

autoridad19”. 

 

1.7.14. En nuestro sistema jurídico, el derecho al debido proceso ha sido 

consagrado en el numeral 3) del artículo 139º de la Constitución Política del Estado, 

que señala lo siguiente: “Son principios y derechos de la función jurisdiccional: (…) 

3. La observancia del debido proceso y la tutela jurisdiccional. Ninguna persona 

puede ser desviada de la jurisdicción predeterminada por la ley, ni sometida a 

procedimiento distinto de los previamente establecidos, ni juzgada por órganos 

jurisdiccionales de excepción ni por comisiones especiales creadas al efecto, 

cualquiera sea su denominación”. 

 

1.7.15.  Ahora bien, no obstante que el derecho al debido proceso es único, éste 

tiene dos manifestaciones totalmente diferenciadas: El debido proceso sustancial y 

el debido proceso adjetivo. 

 

a) El debido proceso sustantivo tiene como contenido que todos los actos 

de poder (como normas jurídicas, actos administrativos o resoluciones 

judiciales) sean justos; es decir que sean razonables y respetuosos de los 

valores superiores, de los derechos fundamentales y de los demás bienes 

jurídicos constitucionalmente protegidos. En otros términos, el debido 

proceso sustantivo tiene relación con el concepto de razonabilidad, con la 

                                                
19 Lo expuesto se ha confirmado con la Sentencia del Tribunal Constitucional de 12 de diciembre de 1996, Exp. 
067-93-AA /TC (Caso Arnillas), que sentó como precedente de observancia obligatoria la aplicación del Derecho 
Constitucional a un Debido Proceso Legal en toda clase de procedimientos ante cualquier autoridad, sea ésta 
pública o privada. 
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finalidad de no transgredir la armonía del sistema jurídico ni en lo formal ni 

en lo sustancial20. 

 

b) Por otro lado, el debido proceso adjetivo o procesal está conformado 

por un conjunto de derechos esenciales  que impiden que la libertad y los 

derechos de los individuos sean vulnerados ante la ausencia o 

insuficiencia de un proceso o procedimiento, o se vean afectados por 

cualquier sujeto de derecho –incluyendo al Estado- que pretenda hacer 

uso abusivo de éstos21. Este aspecto del derecho constitucional supone 

dos derechos:  

 

 Derecho al proceso: La posibilidad de todo sujeto de derecho de 

acceder a un proceso o procedimiento con la finalidad que el órgano 

competente se pronuncie sobre su pretensión y le brinde una tutela 

efectiva y diferenciada. 

 Derecho en el proceso: Todo sujeto de derecho que participe en un 

proceso o procedimiento cuenta con un conjunto de derechos esenciales 

durante su inicio, tramitación y conclusión, incluyendo el respeto por las 

formas esenciales del procedimiento previamente establecido22. 

 

1.7.16.  Asimismo, en el artículo 7° del Texto Único Ordenad o de la Ley Orgánica 

del Poder Judicial, el cual establece: «En el ejercicio y defensa de sus derechos, 

toda persona goza de la plena tutela jurisdiccional , con las garantías de un 

debido proceso» . 

 

1.7.17.  Dentro de las garantías contenidas que comprende este concepto, tenemos 

al: derecho a probar; a la de defensa; al contradictorio; a la igualdad sustancial en el 

proceso; a no ser desviado de la jurisdicción predeterminada ni sometido a 

procedimientos distintos a los previstos por la ley; a la obtención de una resolución 

fundada en derecho; a acceder a los medios impugnatorios regulados; a la 

imposibilidad de revivir procesos fenecidos; y a la observancia del principio de 

legalidad procesal. 

                                                
20 BUSTAMANTE, R. 2001. Derechos Fundamentales y Proceso Justo. Lima: Ara Editores, pp. 205. 
21 Op. Cit. pp. 208.  
22 PODER JUDICIAL, 2020. Expediente N.º 964-2020-Lima. Casación: 18 de septiembre del 2020. 
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1.7.18. Finalmente, es preciso reiterar que la motivación en serie constituye una 

optimización del deber de motivar mediante una técnica de irradiación jurídica. Para 

su aplicación válida al presente caso, este Supremo Tribunal verifica la 

concurrencia y cumplimiento de los tres requisitos esenciales establecidos por la 

doctrina procesal y la normativa administrativa, los cuales se detallan y contrastan a 

continuación: 

 

I.8 MATERIA OBJETO DE CONTROVERSIA  

De lo resuelto por las instancias de mérito y de las causales materiales declaradas 

procedentes, se advierte que el conflicto jurídico central en sede casatoria consiste 

en determinar si las Salas Superiores, al emitir sus respectivos pronunciamientos, 

interpretaron y aplicaron correctamente el marco normativo previsional al caso; a fin 

de establecer si resulta conforme a derecho la suspensión del pago de la 

bonificación fonahpu por la superación posterior del tope legal (S/ 1,000.00), o si, 

por el contrario, corresponde ordenar su inmediata restitución a favor de los 

demandantes.  

 

I.9 PRECEDENTE RELEVANTE  

1.9.1. Es importante destacar que la Corte Suprema, ha señalado, que la entidad 

previsional no puede suspender ni dejar sin efecto el pago de la bonificación 

fonahpu plenamente gozada. Ello debido a que, si los pensionistas ya venían 

percibiendo dicho beneficio por parte de la ONP, significa que cumplieron en su 

oportunidad con los requisitos legales para su percepción; por lo tanto, el 

incremento posterior de la pensión por encima del tope de S/ 1,000.00 no 

constituye, per se y por dicha razón, una causal legítima para su suspensión o 

recorte. 

 

1.9.2. Así tenemos, el Acuerdo Plenario N.º 1-2023-116/SDCST, de fecha 02 de 

noviembre de 2023, suscrito entre la Primera y Tercera Sala de Derecho 

Constitucional Transitoria, donde se precisó lo siguiente: 

 
 
 



Corte Suprema de Justicia de la República 
Tercera Sala de Derecho Constitucional y Social Transitoria 

 
SENTENCIA 

MOTIVACIÓN EN SERIE N.° 02-2026-3SDCST 
 

27 
 

Restitución de la bonificación por fonahpu a cesant es 
Acuerdo N.º 6. Carece de sustento jurídico la suspensión del pago de la 
bonificación del FONAHPU – que realiza motu propio la Oficina de Normalización 
Previsional- cuando la pensión total mensual del beneficiario sea mayor a mil soles 
mensuales en fecha posterior al cumplimiento de los requisitos y al otorgamiento 
de la bonificación. Asimismo, de acuerdo a las normas de la Ley N.º 28110, solo 
por mandato judicial o consentimiento del pensionista se puede disponer la 
suspensión o recorte de la pensión definitiva. 

 

1.9.3.   El contenido de este apartado se puede consultar en el siguiente código QR: 

 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
1.9.4. En ese sentido, queda reafirmado que, en los procesos judiciales sobre 

restitución de la bonificación fonahpu, los órganos jurisdiccionales de todas las 

instancias deben ordenar a la entidad previsional que proceda con la restitución de 

la citada bonificación en favor del pensionista, en caso se haya suspendido. 

 
II. CONSIDERACIONES DE LA SALA SUPREMA  

2.1. Respecto de la errónea interpretación de los a rtículos 10 y 26 de la 

Constitución.  

En primer término, resulta imperativo precisar que las disposiciones 

constitucionales bajo análisis no solo consagran los derechos fundamentales a la 

seguridad social y a la igualdad ante la ley, sino que establecen los principios 

rectores que rigen de forma obligatoria las relaciones laborales dentro del 

ordenamiento jurídico peruano. Bajo esa premisa, el texto constitucional, en sus 

artículos 10 y 26, dispone lo siguiente: 

 
Constitución Política del Perú  
Principios que regulan la relación laboral  
Artículo 10: El Estado reconoce el derecho universal y progresivo de toda 
persona a la seguridad social, para su protección frente a las contingencias que 
precise la ley y para la elevación de su calidad de vida.       
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Artículo 26.- En la relación laboral se respetan los siguientes principios: 
1. Igualdad de oportunidades sin discriminación. 
2. Carácter irrenunciable de los derechos reconocidos por la Constitución y la ley 
3. Interpretación favorable al trabajador en caso de duda insalvable sobre el 
sentido de una norma. 

 
2.1.1. Bajo ese marco normativo, el artículo 10 consagra el derecho fundamental a 

la seguridad social bajo los principios de universalidad y progresividad. Desde una 

perspectiva constitucional, este derecho impone al Estado -y por extensión a los 

órganos jurisdiccionales- el deber de garantizar una protección efectiva frente a las 

contingencias que la ley prevé. En tal sentido, cualquier interpretación de la norma 

legal debe realizarse de forma que no se vacíe de contenido el núcleo esencial de 

este derecho, el cual busca, en última instancia, la elevación de la calidad de vida 

del ciudadano. De ello se desprende que la seguridad social no es un mero 

enunciado programático, sino un mandato vinculante que obliga a garantizar la 

protección de los ciudadanos ante contingencias laborales y vitales. 

 

2.1.2. Por su parte, el artículo 26 estatuye las reglas mínimas de interpretación y 

aplicación del derecho laboral, estableciendo mandatos de optimización que el 

juzgador no puede soslayar como son: i) igualdad de oportunidades sin 

discriminación la cual prohíbe cualquier trato diferenciado que carezca de una 

justificación objetiva y razonable en el acceso y disfrute de derechos laborales; ii) 

irrenunciabilidad de derechos la cual establece una limitación a la autonomía de la 

voluntad, garantizando que los derechos mínimos reconocidos por la Constitución y 

la ley sean intangibles para el trabajador; iii) principio indubio pro operario, el cual 

funciona como una regla hermenéutica fundamental ante la existencia de una "duda 

insalvable" sobre el sentido de una norma, obligando al juzgador a optar por la 

interpretación más favorable a la parte débil de la relación laboral. 

 
2.1.3. Efectuando el examen de logicidad y juridicidad correspondiente, se advierte 

que las instancias de mérito no han incurrido en una interpretación errónea de los 

preceptos constitucionales invocados. Si bien los artículos 10 y 26 de la 

Constitución Política erigen el derecho a la seguridad social y el principio de 

irrenunciabilidad como garantías infranqueables, su aplicación no opera en el vacío 

normativo. Estos preceptos establecen un marco macro - normativo que requiere de 

la intermediación legislativa para su ejecución. En el presente caso, la controversia 
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no se centra en la negación de la seguridad social como derecho, sino, por un lado, 

en la verificación técnica de los requisitos de procedibilidad y la naturaleza jurídica 

de la bonificación fonahpu, los cuales están taxativamente regulados en normas de 

rango legal y reglamentario; y por el otro, en la potestad o atribución del ente 

público para, una vez otorgada, dejarla sin efecto, por un acto puramente 

discrecional sin parámetro de razonabilidad.  

 
2.1.4. Así, la interpretación errónea solo se configura cuando el juzgador altera el 

sentido de la norma constitucional o le otorga un alcance que restringe derechos de 

forma arbitraria. Sin embargo, se observa que las Salas Superiores han circunscrito 

su pronunciamiento al control de legalidad de los presupuestos exigidos para el 

acceso al beneficio pensionario. Al no acreditarse una desnaturalización del núcleo 

protector de la seguridad social ni una abdicación forzosa de derechos 

indisponibles, no existe un conflicto de relevancia constitucional, sino una 

discrepancia sobre la aplicación de normas de derecho infraconstitucional. 

 
2.1.5. Por tanto, los argumentos esgrimidos por los recurrentes se limitan a una 

invocación genérica de principios constitucionales, pretendiendo que estos operen 

como una suerte de "fuente de derecho absoluta" que dispense el cumplimiento de 

las condiciones legales establecidas del fonahpu. Dado que las sentencias de vistas 

han estructurado su ratio decidendi respetando la jerarquía normativa y sin restringir 

de forma directa el contenido esencial de los artículos 10 y 26. Por consiguiente, 

corresponde declarar infundada  la causal material denunciada referida a la 

interpretación errónea de los artículos 10 y 26 de la Constitución. 

 
2.2. Respecto de la errónea interpretación de la Le y N.º 30490. 

 
Al respecto, conviene precisar que la Ley N.º 30490 es una norma de orden público 

y protección social integral. Su objeto primordial es establecer un marco legal que 

garantice, promueva y proteja los derechos fundamentales de las personas adultas 

mayores (de 60 años a más), asegurando su plena inclusión y participación en la 

sociedad. En ese sentido, el artículo 3 de la citada ley consagra como principios 

rectores la dignidad, la no discriminación por razones de edad, el enfoque de 

derechos y el envejecimiento activo.  
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2.2.1. Bajo esa misma premisa, corresponde destacar que esta norma garantiza de 

manera expresa una serie de derechos fundamentales específicos, haciendo 

especial énfasis en el acceso a una atención integral, el respeto a su autonomía y la 

protección contra el abuso o la desprotección social. Al tratarse de una norma 

orientada a un colectivo de especial protección constitucional, los operadores 

jurídicos están obligados a aplicar criterios de flexibilidad y favorabilidad hacia la 

persona adulta mayor. 

 

2.2.2. Al absolver este extremo de la denuncia casatoria, resulta pertinente precisar 

que, aun cuando la referida ley instituye un marco de protección fundamental para 

las personas adultas mayores, sus disposiciones ostentan un carácter 

eminentemente general. La materia controvertida en el presente caso no versa 

sobre el desconocimiento en abstracto de los derechos de los recurrentes como 

adultos mayores, sino que se encuentra estrictamente circunscrita a la evaluación 

de los requisitos técnicos de un beneficio previsional, y sí estos, huelga repetirlo, 

una vez cumplidos y generado el otorgamiento del beneficio, pueden sin más, 

dejarse sin efecto y eliminar la bonificación otorgada. En consecuencia, la 

resolución de la controversia exige el análisis de las normas aplicables al fonahpu y 

no de la citada ley general. Por ello, no se evidencia que los órganos 

jurisdiccionales de mérito hayan interpretado de forma errada la Ley N.º 30490 en la 

estructuración de sus fallos. Al carecer de asidero los argumentos esgrimidos, 

corresponde declarar infundada  la causal material denunciada. 

 
2.3. Respecto de la infracción normativa de la Únic a Disposición 

Complementaria Modificatoria de la Ley N.°31591, qu e modifica el artículo 112 

de la Ley Orgánica del Poder Judicial (en estricto el artículo 116 del Texto 

Único Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicia l). 

 
Para abordar este extremo, es imperativo señalar que la Ley N.º 31591, publicada 

el 26 de octubre de 2022, introdujo modificaciones sustanciales en el diseño 

recursal y competencial de nuestro ordenamiento. Así, reformó el artículo 112 de la 

Ley Orgánica del Poder Judicial -cuyo correlato exacto en el Texto Único Ordenado 

vigente corresponde al artículo 116-. Dicho precepto regula la potestad e 

importancia de la doctrina jurisprudencial vinculante dictada por las salas de la 
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Corte Suprema, estableciendo las reglas para la unificación de criterios e 

instituyendo los plenos casatorios.   

 

2.3.1. Bajo esa misma línea, corresponde precisar que el artículo 116 del Texto 

Único Ordenado faculta a los integrantes de las Salas Supremas a reunirse en 

plenos jurisdiccionales a fin de unificar jurisprudencia y evitar fallos contradictorios 

en casos sustancialmente idénticos. El propósito de esta modificatoria busca 

consolidar la función unificadora del recurso de casación, de modo que los criterios 

establecidos al interpretar las normas materiales o procesales adquieran un 

carácter orientador y vinculante para las instancias inferiores. De este modo, la 

norma orgánica persigue la optimización del principio de igualdad en la aplicación 

de la ley, garantizando que los ciudadanos reciban respuestas jurídicas coherentes 

y uniformes por parte del aparato de justicia.  

 

2.3.2. En ese sentido, habiéndose advertido que la referida disposición constituye 

una norma de naturaleza eminentemente orgánica que regula la conformación de 

los plenos y la fuerza vinculante de la doctrina jurisprudencial, más no contiene 

mandatos de derecho material o sustantivo aplicables de forma directa a la 

controversia bajo análisis. En consecuencia, dado que la resolución de la presente 

causa se rige estrictamente por la normativa especial previsional aplicable al 

beneficio reclamado, la invocación de este precepto orgánico carece de idoneidad y 

trascendencia para resolver el fondo del asunto; razón por la cual, corresponde 

declarar infundada  la causal denunciada en este extremo. 

 
2.4. Respecto de la correcta interpretación y aplic ación del Decreto Supremo 

N.º 081-93-EF. 

 
Para abordar este extremo, es imperativo señalar que dicha norma instituyó una 

bonificación especial dirigida de manera exclusiva a determinados servidores 

públicos; en específico, a los profesionales de la salud, docentes del magisterio, y 

personal asistencial y administrativo de los sectores de salud y educación. Su 

ámbito de aplicación subjetivo se encuentra delimitado de forma expresa; por lo 

que, su otorgamiento no constituye un mandato de libre extensión analógica, sino 

que exige el cumplimiento estricto de los requisitos institucionales y funcionales 
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fijados por la propia norma, a fin de salvaguardar la legalidad presupuestal y la 

correcta identificación de los beneficiarios. 

  

2.4.1. Sobre el particular, se advierte que la referida disposición refiere a una 

bonificación especial aplicable únicamente al sector de salud y educación. En ese 

sentido, al no haberse acreditado que los demandantes cumplan con las exigencias 

normativas para encontrarse bajo los alcances de este beneficio; es decir, al no 

pertenecer a las instituciones de salud o educación señaladas, la invocación de 

este decreto supremo no resulta idónea ni pertinente en el caso; correspondiendo, 

por tanto, declarar infundada  la causal denunciada en este extremo. 

 

2.5. Respecto de la interpretación errónea, correct a interpretación y aplicación 

e infracción normativa del artículo 2 numeral 2.1 d e la Ley N.º 27617, la 

correcta interpretación y aplicación la Ley N.º 281 10, interpretación errónea, 

correcta interpretación y aplicación del artículo 3  del Decreto Supremo N.º 

028-2002-EF, referidos a la restitución de la bonif icación fonahpu, la 

interpretación errónea e infracción normativa del a rtículo 1 del Decreto de 

Urgencia N.º 034-98, la interpretación errónea de l a Tercera Disposición 

Complementaria y Final del Decreto Legislativo N.º 1666 y el artículo 2 de su 

Reglamento, aprobado mediante Decreto Supremo N.º 2 66-2024-EF, la 

interpretación errónea e infracción normativa del a rtículo 6 del Decreto 

Supremo N.º 82-1998-EF.  

 
A fin de resolver la controversia sobre la restitución de la bonificación fonahpu, 

resulta necesario abordar el análisis de las causales materiales desde una 

perspectiva integradora, partiendo de su norma fundacional. En esa medida, el 

Decreto de Urgencia N.º 034-98 creó el Fondo Nacional de Ahorro Público con el 

mandato específico de coadyuvar a la mejora de los ingresos de los pensionistas 

del Decreto Ley N.º 19990 y otros con menores recursos. Bajo esta premisa, el 

artículo 1 del referido Decreto de Urgencia, publicado el 22 de julio de 1998, 

estableció el tenor normativo siguiente: 
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Decreto de Urgencia N.°034-98 
Crean el Fondo Nacional de Ahorro Público (FONAHPU) , cuya rentabilidad 
será destinada a otorgar bonificaciones a pensionis tas del D.L. N.º 19990 y 
otros 
Artículo 1.-  Créase el Fondo Nacional de Ahorro Público (FONAHPU), cuya 
rentabilidad será destinada a otorgar bonificaciones a los pensionistas 
comprendidos en los regímenes del Decreto Ley N.º 19990 y a los de las 
instituciones públicas del Gobierno Central cuyas pensiones totales mensuales no 
sean mayores de S/. 1,000.00 (Mil y 00/100 Nuevos Soles) [sic]. El Reglamento 
establecerá la forma de calcular la bonificación, las incompatibilidades para su 
percepción y las demás condiciones requeridas para percibirla. 
Esta bonificación no forma parte de la pensión correspondiente, no tiene 
naturaleza pensionaria ni remunerativa y se rige por sus propias normas, no 
siéndole de aplicación aquellas que regulan los regímenes pensionarios antes 
mencionados. 
La participación de los pensionistas en el beneficio proveniente del fonahpu es de 
carácter voluntario y se formalizará mediante su inscripción, dentro de los ciento 
veinte (120) días de promulgada la presente norma, en los lugares y de acuerdo al 
procedimiento que al efecto establezca la Oficina de Normalización Previsional 
(ONP). 

 

2.5.1. De la exégesis de la norma citada, se desprende que el acceso a este 

beneficio es bajo un modelo de adhesión voluntaria y estrictamente rogatorio, 

supeditado a un acto formal de inscripción, dentro de un plazo de ciento veinte 

(120) días calendario de vigencia de la norma.   

 

2.5.2. En fiel observancia del mandato contenido en la norma matriz, se expidió el 

Decreto Supremo N.º 082-98-EF, publicado el 5 de agosto de 1998, el cual aprobó 

el Reglamento del Fondo Nacional de Ahorro Público (fonahpu). Este dispositivo 

precisó en su artículo 6 los presupuestos fácticos y concurrentes necesarios para la 

procedencia del beneficio: 

 
Artículo 6.- Beneficiarios 
Para ser beneficiario de las bonificaciones que otorga el FONAHPU se requiere: 
a) Ser pensionista  de invalidez, jubilación, viudez, orfandad o ascendientes 
pertenecientes al régimen del Decreto Ley N.º 19990 , o del Decreto Ley N.º 
20530 de las instituciones públicas del Gobierno Central cuyas pensiones son 
cubiertas con recursos provenientes del Tesoro Público. 
 b) Que el monto bruto de la suma total de las pensione s que perciba 
mensualmente por cualquiera de los regímenes antes mencionados, e 
independientemente de la entidad pagadora, no sea superior a Un Mil Nuevos 
Soles (S/. 1,000.00);  y, 
c) Inscribirse, voluntariamente dentro del plazo fijad o por la norma de 
creación del FONAHPU , cumpliendo con el procedimiento establecido por la ONP 
(el uso de la negrita es nuestro). 
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2.5.3. Del análisis de la norma reglamentaria citada, se advierte que los requisitos 

establecidos operan como condiciones de acceso inicial, y no como causales de 

resolución o pérdida del derecho. En ese sentido, el literal b) del referido artículo 

establece un límite de S/ 1,000.00 como un parámetro de focalización para la 

calificación inicial del derecho. Una vez que el pensionista es incorporado como 

beneficiario tras cumplir con la inscripción voluntaria (literal c), el derecho se 

considera adquirido y consolidado. No existe en el ordenamiento jurídico 

reglamentario una disposición que sancione con la pérdida de la bonificación el 

hecho de que la pensión, por actualizaciones legales o incrementos progresivos, 

supere posteriormente el monto inicial de mil soles.  Interpretar el requisito del literal 

b) como una condición resolutoria (que el beneficio se pierda si la pensión sube) 

vulneraría el principio de predictibilidad, cuando no la propia progresividad, ínsita en 

el estatuto laboral y previsional. 

 

2.5.4. Bajo la configuración técnica de la bonificación fonahpu, el derecho a su 

percepción se perfecciona y agota su etapa de verificación en el momento en que el 

administrado subsume su conducta en los supuestos de hecho previstos en la 

norma reglamentaria. Una vez acreditada la concurrencia de tales requisitos 

(condición de pensionista, tope inicial e inscripción oportuna), el beneficio se integra 

de forma definitiva al patrimonio jurídico del pensionista como un derecho adquirido. 

Por consiguiente, habiéndose verificado que el derecho de fonahpu es válidamente 

obtenido, su subsistencia es independiente de las variaciones nominales de la 

pensión total mensual a través del tiempo.  

 
2.5.5. Mediante la Ley N.º 27617, publicada el 01 de enero de 2002, se produjo una 

transformación sustancial en la estructura de la bonificación fonahpu. El artículo 2, 

numeral 2.1, de la citada ley, dispuso la incorporación de la bonificación fonahpu al 

Sistema Nacional de Pensiones con carácter pensionable, señalando lo siguiente: 

 
Artículo 2.- Incorporación de la bonificación FONAH PU 
2.1 Autorízase al Poder Ejecutivo a incorporar, con  carácter pensionable, en 
el SNP, el importe anual de la bonificación FONAHPU  otorgada a los 
pensionistas del SNP . 
2.2 El Poder Ejecutivo incorporará en el activo del Fondo Consolidado de 
Reservas Previsionales (FCR) - Decreto Ley No 19990 la totalidad de los fondos 
cuya rentabilidad se destina actualmente a financiar la mencionada bonificación. 
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2.3 Los fondos referidos en el numeral precedente pasarán a formar parte del 
activo del FCR- Decreto Ley No 19990, son de carácter intangible y 
constituirán el respaldo de las obligaciones previs ionales correspondientes 
al citado régimen previsional , pudiendo ser solamente destinados al pago de 
pensiones en dicho régimen. 
2.4 La bonificación FONAHPU se mantiene como tal en el Régimen 
Pensionario del Sistema Nacional de Pensiones . 
2.5 El financiamiento de la bonificación FONAHPU para los beneficiarios que 
pertenezcan al Régimen Previsional del Decreto Ley No 20530 estará a cargo del 
Tesoro Público (el uso de la negrita es nuestro). 

 
2.5.6. Del análisis integral de los numerales precedentes, se advierte que la 

mutación de la bonificación fonahpu a un concepto pensionable e intangible 

constituye un blindaje normativo que impide cualquier intento de supresión o 

restricción.  Al respecto, si bien el numeral 2.1 de la Ley N.°27617 reconoce el 

carácter pensionable de la bonificación, debe entenderse que esta prerrogativa se 

subsume en la esfera jurídica de aquellos pensionistas que ya habían consolidado 

su condición de beneficiarios. Esto ocurrió al haber acreditado, oportunamente, el 

cumplimiento de los presupuestos de inscripción y el tope máximo de la pensión 

establecidos en las normas matrices (Decreto de Urgencia N.º 034-98 y Decreto 

Supremo N.º 082-98-EF). En consecuencia, la bonificación fonahpu al haber sido 

incorporada la bonificación a la pensión con carácter intangible, su exigibilidad se 

vuelve imperativa para quienes acreditaron los supuestos de hecho en la etapa de 

inscripción. 

 

2.5.7. En esa línea de desarrollo normativo, el Decreto Supremo N.º 028-2002-EF, 

publicado el 20 de febrero de 2002, precisó las disposiciones reglamentarias para la 

ejecución de lo dispuesto en la Ley N.º 27617. Este dispositivo resulta fundamental 

en el presente análisis, por cuanto ratifica la integración definitiva de la bonificación 

al ingreso mensual del pensionista, estableciendo en sus artículos 2 y 3 lo 

siguiente: 

  

Artículo 2.- Incorporación del concepto “Bonificaci ón FONAHPU” en las 
pensiones del SNP. 
El importe de S/. 640,00, que anualmente se entrega  a los pensionistas  del 
régimen del Decreto Ley N.º 19990 beneficiarios de la Bonificación FONAHPU, se 
incorpora, a partir de la vigencia de la Ley N.º 27 617, como parte de la 
pensión, constituyendo un concepto pensionable deno minado Bonificación 
FONAHPU. 
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La referida Bonificación FONAHPU se pagará mensualmente a razón de S/. 45,71. 
También se incluirá la cantidad de S/. 45,71 por Bonificación FONAHPU dentro del 
concepto Pensión Adicional que abona la ONP en los meses de julio y diciembre 
de cada año. Adicionalmente, la planilla correspondiente a los referidos meses de 
julio y diciembre contendrá también un abono equivalente a S/. 0,03 por Ajuste en 
la pensión por Bonificación FONAHPU. 
La Bonificación FONAHPU, como concepto pensionable y parte integrante de la 
unidad pensionaria, está afecta a los descuentos determinados por Ley y por los 
mandatos judiciales que recaigan sobre las pensiones. 
De conformidad con lo establecido en el numeral 2.4 del Artículo 2 de la Ley N.º 
27617 la Bonificación FONAHPU se mantiene como tal en el Régimen 
Pensionario del SNP . En tal virtud, se mantendrán sus actuales fuentes de 
financiamiento y constituye un concepto que no puede ser afectado por la 
aplicación del tope pensionario . 
Artículo 3.- Alcances de la Bonificación FONAHPU 
Las solicitudes de beneficio de la Bonificación FONAHPU que se encuentren 
pendientes de calificación continuarán siendo resueltos por el FONAHPU. El 
Artículo 2 de la Ley N.º 27617 no es aplicable a lo s pensionistas que no se 
hayan inscrito en los procesos de inscripción al FO NAHPU (el uso de la 
negrita es nuestro). 

 
2.5.8. Del análisis de la norma reglamentaria citada, se advierte que no se variaron 

los requisitos que establece la ley para la incorporación y la percepción de la 

bonificación del fonahpu ni se excluye la verificación de todos ellos, sino que 

únicamente se cambian sus características, pasando a ser pensionable, sin 

haberse concedido un nuevo plazo extraordinario de inscripción. Resulta relevante 

destacar que el artículo 2 prescribe que esta bonificación "no puede ser afectada 

por la aplicación del tope pensionario". Esta precisión refuerza la tesis de que, una 

vez que el pensionista cumplió con los requisitos de inscripción y umbral económico 

inicial, la administración no puede suspender el pago argumentando el incremento 

del monto total de la pensión, pues ello vulneraría la naturaleza de unidad 

pensionaria que la propia norma establece. Por tanto, el Decreto Supremo N.º 028-

2002-EF ratifica que el derecho al fonahpu se mantiene incólume para quienes 

cumplieron con la inscripción voluntaria en los plazos de ley, integrándose a la 

pensión como un derecho irrenunciable y permanente, ajeno a variaciones 

nominales de la pensión mensual. 

 

2.5.9. Con el propósito de actualizar el marco operativo del beneficio bajo examen, 

se promulgó el Decreto Legislativo N.º 1666, con fecha 24 de septiembre de 2024. 

Esta norma, que tiene como objeto central consolidar el marco normativo para 
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fortalecer la Gestión Fiscal de los Recursos Humanos del Sector Público, abordó la 

situación de la bonificación fonahpu en su Tercera Disposición Complementaria 

Final, señalando lo siguiente: 

 
Tercera. Incorporación de la bonificación del Fondo  Nacional de Ahorro 
Público (FONAHPU) en las pensiones del Régimen del Decreto Ley N.º 20530 
1. Autorizar la incorporación,  en el monto de la pensión mensual , del importe 
anual de la bonificación del FONAHPU que actualment e se otorga a los 
pensionistas del régimen del Decreto Ley N.º 20530  que, a la fecha de vigencia 
del presente Decreto Legislativo, mantengan su derecho a percibirla  según los 
requisitos establecidos en el artículo 1 del Decreto de Urgencia N.º 034-98 y el 
artículo 6 de su reglamento, aprobado mediante el Decreto Supremo N.º 082-98-
EF. 
2. El pago de la bonificación referida en el numeral precedente corresponde ser 
efectuado por las entidades administradoras del régimen de pensiones regulado 
por el Decreto Ley N.º 20530 que mantienen la función del pago de la pensión, 
conforme lo dispongan las normas reglamentarias aprobadas mediante decreto 
supremo refrendado por el ministro de Economía y Finanzas (el uso de la negrita 
es nuestro). 

 

2.5.10. De un análisis de la disposición citada, este Colegiado Supremo colige que, 

al disponer su incorporación definitiva en el monto de la pensión mensual, el 

fonahpu deja de ser una bonificación de pago semestral y eventual (sujeta a la 

rentabilidad del fondo) para convertirse en un componente integrante de la unidad 

pensionaria. Esto garantiza su carácter permanente y su protección bajo el blindaje 

constitucional de las pensiones. Asimismo, se advierte que el numeral 1 se señala: 

"que, a la fecha de vigencia del presente Decreto Legislativo, mantengan su 

derecho a percibirla"; lo cual evidencia un reconocimiento que el derecho ya ingresó 

al patrimonio del pensionista, lo cual establece una línea de corte que impide a la 

administración aplicar nuevas interpretaciones restrictivas del beneficio por hechos 

sobrevinientes. Asimismo, la remisión expresa a los requisitos de origen previsto en 

el Decreto de Urgencia N.º 034-98 y el Decreto Supremo N.º 082-98-EF, confirma la 

inmutabilidad de las condiciones de acceso, proscribiendo la exigencia de topes 

económicos distintos a los de su génesis y ratificando que el derecho al fonahpu es 

resistente a cualquier variación posterior en la cuantía de la pensión principal. 

 

2.5.11. Con el objeto de dotar de operatividad a la Tercera Disposición 

Complementaria Final del Decreto Legislativo N.º 1666, el 19 de diciembre de 2024 

se promulgó el Decreto Supremo N.º 266-2024-EF. Esta norma reglamentaria 
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perfecciona la incorporación de la bonificación fonahpu en el régimen del Decreto 

Ley N.º 20530, redefiniendo su naturaleza jurídica al transmutarla de una 

bonificación eventual a un concepto de ingreso pensionable de carácter 

permanente. Al respecto, la citada norma prescribe lo siguiente: 

 
 Artículo 1.-Objeto: El presente Decreto Supremo tiene por objeto aprobar las 
disposiciones reglamentarias de la Tercera Disposición Complementaria Final del 
Decreto Legislativo N° 1666, Decreto Legislativo Ma rco de la Gestión Fiscal de los 
Recursos Humanos del Sector Público, que dispone la incorporación en el monto 
de la pensión mensual del importe anual de la bonificación del FONAHPU que 
actualmente se otorga a los pensionistas del régimen del Decreto Ley N° 20530 
que, a la fecha de vigencia del referido decreto legislativo, mantenían su derecho a 
percibirla según los requisitos establecidos en el artículo 1 del Decreto de 
Urgencia N° 034-98 y el artículo 6 de su reglamento , aprobado mediante el 
Decreto Supremo N° 082-98-EF. 
 
Artículo 2.- Incorporación de la bonificación del F ONAHPU en las pensiones 
del régimen del Decreto Ley N° 20530 
2.1. El importe de S/ 640,00 (seiscientos cuarenta y 00/100 soles) que anualmente 
se entregaba a los pensionistas del régimen del Decreto Ley N.º 20530 
beneficiarios de la bonificación del FONAHPU, se incorpora, a partir del pago de la 
pensión del mes de enero del Año Fiscal 2025 como parte de esta, constituyendo 
un concepto de ingreso pensionable denominado Bonificación del FONAHPU e 
independientemente del monto total de la pensión que se perciba. 
2.2. La referida bonificación del FONAHPU, se paga en 12 mensualidades a razón 
de S/ 53,33 (cincuenta y tres y 33/100 soles) en cada mes. Adicionalmente, la 
planilla correspondiente al mes de diciembre contiene un importe de S/ 0,04 (cero 
y 04/100 soles) por concepto de ajuste en la pensión por bonificación del 
FONAHPU. 
2.3. La bonificación del FONAHPU, como concepto pensionable y parte integrante 
de la unidad pensionaria, está afecta a los descuentos determinados por Ley, por 
los mandatos judiciales que recaigan sobre las pensiones y a los descuentos que 
el pensionista autorice expresamente en el marco del Decreto Supremo N.º 010-
2014-EF. 
2.4. De conformidad con lo establecido en el numeral 2.5 del artículo 2 de la Ley 
N° 27617, el financiamiento de la bonificación del FONAHPU para los beneficiarios 
que pertenezcan al Régimen Previsional del Decreto Ley N.º 20530 está a cargo 
del Tesoro Público. 

 
2.5.12. De otro lado, en la exposición de motivos del Decreto Supremo N.º 266-

2024-EF, señala lo siguiente: 

 

[…] En ese sentido, la finalidad del numeral 1 de la Tercera Disposición 
Complementaria Final del Decreto Legislativo N.º 1666, fue otorgar con carácter 
permanente  e incorporar en la pensión mensual de los pensionistas del Decreto 
Ley N.º 20530, el monto anual de la bonificación FONAHPU que actualmente se 
percibe en 2 pagos anuales, de manera que se fraccione en 12 mensualidades y 
se mantenga incorporada en la pensión, independient emente del monto total 
de la pensión que se perciba , permitiendo que los pensionistas incrementen el 
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monto de su pensión mensual y puedan disponer del mismo23 (el uso de negrita y 
subrayado es nuestro). 

 

2.5.13. En consecuencia, este Colegiado advierte que la norma superviniente ha 

blindado el beneficio contra cualquier interpretación restrictiva, consolidando su 

naturaleza pensionable y asegurando que su goce sea irrestricto, respetando el 

principio de progresividad de los derechos de seguridad social. 

 

2.5.14. De lo expuesto, se aprecia que si bien la Ley N.º 27617 reconoció la 

naturaleza pensionable de la bonificación fonahpu para los beneficiarios del 

Sistema Nacional de Pensiones, su implementación fáctica generó un tratamiento 

diferenciado para los pensionistas del régimen del Decreto Ley N.º 20530. Mientras 

que para el Sistema Nacional de Pensiones el beneficio se integró plenamente a la 

unidad pensionaria, para el régimen del Decreto Ley N.º 20530 se mantuvo un 

esquema de pagos fraccionados y eventuales. En tal sentido, la promulgación del 

Decreto Legislativo N.º 1666 constituye un acto de regularización y homologación 

normativa orientado a garantizar el principio de igualdad y la tutela uniforme de los 

derechos de seguridad social. 

 
2.5.15. En virtud de los fundamentos expuestos, este Colegiado Supremo reafirma 

que, bajo el principio de legalidad, las entidades de la Administración Pública están 

vinculadas estrictamente a facultades regladas, lo que les permite actuar única y 

exclusivamente dentro de los márgenes que la Constitución y las leyes autorizan de 

forma expresa. Al respecto, se advierte una manifiesta ausencia de cobertura legal 

que faculte a la ONP para suspender, recortar o privar del beneficio fonahpu a los 

administrados bajo el argumento sobreviniente de percibir una pensión superior a S/ 

1,000.00 mensuales; toda vez que dicho umbral fue establecido por el legislador 

como un requisito de acceso inicial y no como una condición de permanencia o 

caducidad. Por consiguiente, cualquier acto que pretenda la supresión del beneficio 

por variaciones nominales de la pensión incurre en una actuación arbitraria, por 

contravenir la jerarquía normativa y el carácter irrenunciable de los derechos 

previsionales.  

 

                                                
23Congreso de la República del Perú. (2024). Decreto Legislativo 1666. Decreto Legislativo marco de la Gestión 
Fiscal de los Recursos Humanos del Sector Público. Exposición de motivos. Visualizado en: 
https://spij.minjus.gob.pe/Graficos/Peru/2024/Diciembre/19/EXP-DS-266-2024-EF.pdf 
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2.6 Sobre el Apartamiento de la Reglas Interpretati vas aprobadas en el 

Acuerdo N.°6 del Acuerdo Plenario N.º 1-2023-116-DC ST y de las decisiones 

vinculantes de la Corte Suprema de Justicia de la R epública, Sentencia de 

Casación: FONAPHU- Motivación en serie de fecha 17 de mayo de 2024, 

Casación N.º 8747-2022 Arequipa y la Casación N.º 6 685-2022 Arequipa.  

 
Corresponde analizar el indebido apartamiento de las reglas interpretativas 

consolidadas en el Acuerdo Plenario N.º 01-2023-116/SDCST y en la línea 

jurisprudencial vinculante de esta Corte Suprema. Al respecto, cobra especial 

relevancia la Sentencia de Casación: FONAHPU-Motivación en serie de fecha 17 

de mayo de 2024, la cual integra las doctrinas de las Casaciones N.º 8747-2022 y 

N.º 6685-2022 Arequipa. 

 

2.6.1. En esa línea de desarrollo, es preciso destacar que mediante el Acuerdo 

Plenario N.º 01-2023-116/SDCST de fecha 02 de noviembre de 2023, esta Sala 

Suprema y la Primera Sala de Derecho Constitucional y Social Transitoria 

realizaron un control de derecho exhaustivo sobre ocho temas críticos del 

ordenamiento previsional. Este cónclave jurisdiccional tuvo como propósito unificar 

criterios frente a las actuaciones arbitrarias de la Administración, derivando en 

reglas de aplicación imperativa para el sistema de justicia. Como corolario de dicho 

análisis, se estableció en el Acuerdo N.º 06 una regla interpretativa que proscribe la 

suspensión de la bonificación fonahpu por criterios de cuantía sobreviniente, bajo el 

siguiente tenor: 

 

Acuerdo N.º 6 : Carece de sustento jurídico la suspensión del pago de la 
bonificación del FONAHPU -que realiza de oficio la Oficina de Normalización 
Previsional- cuando la pensión total mensual del beneficiario sea mayor a mil soles 
mensuales en fecha posterior al cumplimiento de los requisitos y al otorgamiento 
de la bonificación. Asimismo, de acuerdo a las normas de la Ley N° 28110 solo por 
mandato judicial o consentimiento del pensionista se puede disponer la 
suspensión o recorte de la pensión definitiva. 

 

2.6.2. En ese orden de ideas, este Colegiado subraya que el referido acuerdo 

plenario invocado ratifica la vigencia de la Ley N.º 28110, la cual opera como un 

límite infranqueable a la autotutela administrativa. En virtud de dicha norma, la ONP 

carece de facultades para realizar suspensiones o recortes unilaterales sobre una 



Corte Suprema de Justicia de la República 
Tercera Sala de Derecho Constitucional y Social Transitoria 

 
SENTENCIA 

MOTIVACIÓN EN SERIE N.° 02-2026-3SDCST 
 

41 
 

pensión definitiva, quedando tales actos reservados exclusivamente a la esfera 

jurisdiccional o a la voluntad expresa del titular. En sintonía con ello, el Acuerdo 

Plenario fundamenta la improcedencia de la recalificación del beneficio bajo los 

siguientes criterios:  

  
(…) 7. Por consiguiente, conforme a los términos legales que regulan la 
bonificación, no se advierte que se establezca una posibilidad fu tura que 
determine su pérdida por la variación de alguna cir cunstancia , sino que al 
momento en que se configuran los requisitos para su otorgamiento, se obtiene el 
reconocimiento, otorgamiento y derecho a su percepción. 
(…) 
9. En consecuencia, los dispositivos legales que regulan la bonificación por 
fonahpu no contemplan que la Oficina de Normalización Previ sional cuente 
con la facultad de nuevamente calificar el cumplimi ento de los requisitos 
para percibir el mencionado beneficio  cuando ello, se acreditó en el tiempo 
previsto expresamente por norma legal, para acreditar los supuestos para ser 
titular del beneficio. 
10. Este análisis no desconoce el privilegio de controles posteriores con las que 
cuentan las entidades de la Administración Pública, para poder constatar a través 
de un procedimiento de fiscalización si los administrados presentaron documentos 
e información veraz para poder gozar de algún derecho a ellos otorgado, el 
cumplimiento de la normatividad sustantiva y aplicar las sanciones pertinentes en 
caso que la información presentada no sea veraz -artículos IV numeral 1.16) del 
Título Preliminar y 32 del Texto Único Ordenado de la Ley N.º 27444, Ley del 
Procedimiento Administrativo General-; sin embargo, entiende que este no puede 
ser desnaturalizado ni aplicado contraviniendo el texto expreso normativo, que 
determina y precisa el momento y tiempo en que deben estar dado los supuestos 
requeridos, esto es, al momento de la calificación previa al reconocimiento y 
otorgamiento del fonahpu, tanto más que la misma ley, no ha sancionado con 
la pérdida del beneficio si en años futuros se supe ra el monto máximo de 
ingresos , ni ha autorizado a la administración, a futuro, una  fiscalización 
periódica para verificar si sigue cumpliendo los re quisitos iniciales , esto es, 
verificar si superó el tope de ingresos, tope que por cierto responde a las 
circunstancias y tiempos de hace más de 25 años, y es por ello que la exigencia 
normativa reside en el cumplimiento de los requisitos al momento de la calificación 
para el reconocimiento y otorgamiento del beneficio (el uso de la negrita es 
nuestro). 

 

2.6.3. Se concluye que el derecho a percibir la bonificación fonahpu se genera con 

el cumplimiento de los requisitos legales y reglamentarios en el momento y tiempo 

en que se dan los supuestos que se exige al momento de la calificación originaria. 

En ese sentido, al no existir una norma que establezca una condición resolutoria o 

la pérdida del beneficio por circunstancias sobrevinientes, el incremento de la 

pensión total por encima del umbral de S/ 1,000.00 (mil y 00/100 soles) no faculta a 
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la Administración para suprimir un derecho ya incorporado al patrimonio jurídico del 

pensionista. 

 

2.6.4. Desde una perspectiva histórica y sistemática, la Ley N.º 27617 y el Decreto 

Legislativo N.º 1666 configuran medidas de consolidación de derechos adquiridos. 

Mientras la primera otorgó carácter pensionable al beneficio en el SNP, el segundo 

regularizó dicha condición para el régimen del Decreto Ley N.º 20530 a través de su 

mensualización. Ninguna de estas normas fue diseñada para retrotraer derechos ni 

habilitar suspensiones; por el contrario, su ratio legis es reforzar la estabilidad del 

beneficio bajo la teoría de los hechos cumplidos, protegiendo las situaciones 

jurídicas ya consolidadas. 

 
2.6.5. Conforme a las Casaciones N.º 8747-2022-Arequipa y la Casación N.º 6685-

2022-Arequipa, se colige que el fonahpu es un derecho adquirido e inmutable. Su 

titularidad se perfecciona con el acto administrativo que reconoce el derecho inicial. 

Por tanto, la ONP está impedida de reactivar requisitos de acceso para convertirlos 

en causales de caducidad. Cualquier variación nominal de la cuantía resulta 

irrelevante, debiendo garantizarse la continuidad en observancia del principio de 

intangibilidad de las pensiones. 

 

2.6.6. Asimismo, se colige que la titularidad del beneficio se perfecciona y estabiliza 

con el acto administrativo que reconoce el derecho inicial. Por tanto, la Oficina de 

Normalización Previsional (ONP) se encuentra impedida de reactivar requisitos de 

acceso para convertirlos en causales de caducidad. Cualquier variación nominal de 

la cuantía pensionaria resulta irrelevante para la vigencia del fonahpu, debiendo 

garantizarse su continuidad en observancia del principio de intangibilidad de las 

pensiones y la protección de los derechos sociales consolidados. 

 
2.6.7. Es imperativo subrayar que la naturaleza de la bonificación fonahpu 

constituye un derecho condicionado exclusivamente al cumplimiento de requisitos 

objetivos en la etapa de calificación originaria. Al no estar sujeta a revisiones 

periódicas, el beneficio se consolida jurídicamente al momento de su 

reconocimiento, incorporándose de forma definitiva al patrimonio del pensionista. 

Por tanto, pretender que la superación posterior del tope de mil soles actúe como 
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un impedimento constituye un ejercicio discrecional desproporcionado, que violenta 

el principio de legalidad y la seguridad jurídica. 

 
2.6.8. En virtud de los principios generales del derecho, la actuación administrativa 

debe observar la protección de los derechos adquiridos. El pensionista que acreditó 

los requisitos de acceso adquiere una titularidad permanente; en consecuencia, 

cualquier acto de suspensión basado en incrementos pensionarios posteriores 

contraviene el ordenamiento constitucional, configurándose como un acto 

administrativo nulo de pleno derecho. 

 
2.6.9. En ese mismo sentido, esta postura se ve respaldada de manera específica, 

en el Acuerdo 06 del Acuerdo Plenario N.º 01-2023-116/SDCST, que determina 

explícitamente que suspender la bonificación bajo el argumento de haber superado 

el límite de mil soles es jurídicamente inviable. Con ello, se consolida el criterio de 

que la entidad administrativa no puede emplear aumentos posteriores para extinguir 

dicho derecho. Así, la Sala Suprema ratifica la importancia de aplicar lineamientos 

que garanticen la predictibilidad, estabilidad e irrenunciabilidad de los derechos 

sociales, frenando cualquier arbitrariedad del Estado y salvaguardando los ingresos 

de los pensionistas. 

 
2.6.10. Por último, cabe precisar que la Constitución Política del Perú tutela el 

principio de irrenunciabilidad de los derechos. Dicha garantía constitucional evita 

que las acciones de despojo o afectación se convaliden por el transcurso del 

tiempo. En tal sentido, al haberse reconocido el carácter pensionable del fonahpu, 

este queda plenamente amparado por dicha protección; esto impone que toda 

medida que pretenda limitar su goce deba interpretarse de forma estrictamente 

restrictiva, priorizando en todo momento la continuidad en la percepción del 

beneficio. 

 
2.7 Análisis del caso.  

 
Descendiendo al análisis de los expedientes acumulados que son materia de 

pronunciamiento, se advierte de manera indubitable que todos los demandantes 

ostentan la condición de pensionistas cesantes regulados bajo los alcances del 

Decreto Ley N.º 20530. Asimismo, ha quedado plenamente acreditado en las 
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instancias de mérito que los recurrentes percibieron la bonificación del Fondo 

Nacional de Ahorro Público (FONAHPU) de manera regular tras haber cumplido en 

su debida oportunidad con los presupuestos legales exigidos por el artículo 1 del 

Decreto de Urgencia N.º 034-98 y el artículo 6 de su Reglamento, aprobado por el 

Decreto Supremo N.º 082-98-EF; esto es, encontrarse dentro de los regímenes 

pensionarios estipulados, percibir una pensión menor a S/ 1,000.00 al momento de 

la calificación y haberse inscrito voluntariamente dentro de los plazos de ley.  

 

2.7.1. En ese orden de ideas, la actuación material y los actos administrativos 

emitidos por la Oficina de Normalización Previsional consistentes en suspender el 

pago de la bonificación fonahpu bajo el único argumento de que las pensiones de 

los demandantes superaron posteriormente el tope de los S/ 1,000.00 (mil y 00/100 

soles), resultan evidentemente ilegales y arbitrarios. Como se ha expuesto 

extensamente en los considerandos precedentes, el ordenamiento jurídico peruano, 

sustentado en la Ley N.º 27617, la Ley N.º 28110, el reciente Decreto Legislativo 

N.º 1666 y la jurisprudencia vinculante dictada mediante el Acuerdo Plenario N.º 01-

2023-116/SDCST, proscribe de forma categórica que la entidad previsional realice 

una reevaluación o control posterior dinámico de un requisito que, por su 

naturaleza, se petrifica al momento del otorgamiento del derecho. 

 

2.7.2. Por consiguiente, las sentencias de vista emitidas por las respectivas Salas 

de las Cortes Superiores de Justicia de Cusco y Lambayeque, al revocar o 

confirmar (según sea el caso) los fallos de primera instancia para terminar 

declarando infundadas las demandas, han incurrido en una evidente infracción 

normativa material y en una errónea interpretación de los dispositivos legales que 

rigen el fonahpu, apartándose de manera injustificada de la regla interpretativa de 

obligatorio cumplimiento emanada por esta Corte Suprema. Las Salas Superiores 

han vulnerado el principio de irrenunciabilidad de los derechos pensionarios, la 

confianza legítima y los derechos adquiridos de los recurrentes al convalidar 

recortes pensionarios que carecen de habilitación legal.  

 
2.7.3. Estando a las consideraciones expuestas, al haberse comprobado las 

causales materiales denunciadas, corresponde amparar los recursos de casación 

interpuestos por los demandantes, casar las resoluciones de vista impugnadas y, 
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actuando en sede de instancia, emitir pronunciamiento sobre el fondo de la 

controversia, declarando la procedencia de la restitución de la bonificación fonahpu 

a favor de los recurrentes, con el consiguiente pago de los devengados e intereses 

legales que correspondan desde la fecha de la suspensión arbitraria.  

 
2.7.4. Finalmente, atendiendo a que la presente sentencia resuelve una 

multiplicidad de causas bajo la técnica de motivación en serie -en estricta aplicación 

del artículo 9 numeral 2 del Texto Único Ordenado de la Ley N.º 27584-, resulta 

ineludible exhortar a la Oficina de Normalización Previsional (ONP) a adecuar su 

actuación administrativa a los lineamientos normativos y jurisprudenciales aquí 

detallados. La práctica sistemática de suspender la bonificación fonahpu bajo el 

argumento de la superación del tope pensionario no solo contraviene 

flagrantemente el ordenamiento jurídico y las reglas del Acuerdo Plenario N.º 1-

2023-116/SDCST, sino que además genera una sobrecarga procesal innecesaria 

en el aparato jurisdiccional y causa un perjuicio económico injustificado a los 

pensionistas, quienes constituyen un grupo de especial tutela constitucional. En 

consecuencia, la entidad previsional debe abstenerse de continuar emitiendo actos 

administrativos que supriman este derecho consolidado amparándose en 

fundamentos ya proscritos por esta Sala Suprema, debiendo privilegiar el respeto 

irrestricto a la cosa decidida administrativa y a los derechos adquiridos.  

 

2.7.5. Sobre la procedencia ineludible de la restitución y la proscripción del recorte 

pensionario. Resulta imperativo enfatizar que a los demandantes le asiste el pleno e 

indiscutible derecho a la restitución íntegra de la bonificación fonahpu, en atención 

a que dicho beneficio ya se encontraba incorporado a su patrimonio jurídico. Al 

haber cumplido oportunamente con los requisitos legales y haber percibido el pago 

de manera regular, el beneficio adquirió la calidad de derecho consolidado y, por 

mandato expreso de la Ley N.º 27617 y el reciente Decreto Legislativo N.º 1666, 

ostenta un incuestionable carácter pensionable. En tal sentido, la Oficina de 

Normalización Previsional carecía de absoluta competencia, justificación y 

habilitación legal para recortar, suspender o suprimir de forma unilateral este 

derecho previsional.  
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2.7.6. Al respecto, debe recordarse que la Ley N.º 28110 garantiza expresamente 

que ninguna entidad administradora de pensiones puede disponer el recorte, la 

retención o la suspensión de una pensión definitiva sin que medie un mandato 

judicial previo o el consentimiento expreso y por escrito del pensionista. Validar la 

actuación material de la demandada -que suspendió el pago bajo el errado pretexto 

de que la pensión superó el tope de los mil soles en fecha posterior a su 

otorgamiento- implicaría avalar una confiscación administrativa encubierta. Dicho 

accionar vulnera directamente el derecho fundamental a la seguridad social 

amparado en los artículos 10 y 11 de la Constitución Política del Perú, así como el 

principio constitucional de irrenunciabilidad de los derechos reconocidos por la ley.  

 
2.7.7. Por consiguiente, tratándose la pensión de un derecho fundamental de 

naturaleza alimentaria y de tracto sucesivo, el recorte arbitrario de cualquiera de los 

conceptos que la integran constituye un acto lesivo de carácter continuo que afecta 

directamente la subsistencia y dignidad del adulto mayor. Frente a esta vulneración, 

la única medida reparadora idónea, justa y conforme a derecho es ordenar la 

restitución inmediata del pago de la bonificación fonahpu.  

 
2.7.8. Por tales fundamentos, se concluye que los recursos de casación 

interpuestos por los demandantes resultan fundados . Al configurarse la vulneración 

del ordenamiento jurídico aplicable y el apartamiento inmotivado de nuestra doctrina 

jurisprudencial, corresponde casar las sentencias de vista y, actuando en sede de 

instancia, confirmar las sentencias de primera instancia recaídas en las 

Casaciones N.º 9554-2025-Cusco, N.º 14663-2025-Cusc o, N.º 15252-2025-

Cusco, N.º 17052-2025-Cusco, N.º 17464-2025-Cusco, N.º 17772-2025-

Lambayeque, N.º 18115-2025-Cusco, N.º 18432-2025-Cu sco y N.º 21558-2025-

Cusco  que declararon fundadas o fundadas en parte  las demandas; y, respecto a 

las sentencias de primera instancia recaídas en las Casaciones N.º 33850-2025-

Cusco, N.º 34721-2025-Cusco y N.º 34975-2025-Cusco  que las denegaron, 

revocarlas y, reformándolas, declarar fundadas las mismas en todos sus 

extremos, ordenando la restitución del derecho afectado.  

 
2.7.9. Siendo así, concluimos que las instancias de mérito incurrieron en las 

infracciones normativas materiales analizados; razón por la cual, corresponde 
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declarar fundados los recursos de casación conforme a lo previsto en el artículo 

397 del Código Procesal Civil.  

 

2.8. Doctrina jurisprudencial. 

 

2.8.1. Conforme a lo establecido en el artículo 36 del Texto Único Ordenado de la 

Ley del Proceso Contencioso Administrativo N.º 27584, aprobado por el Decreto 

Supremo N.º 011-2019-JUS, el cual señala lo siguiente: 

 
Artículo 36.- Principios jurisprudenciales 
Cuando la Sala Constitucional y Social de la Corte Suprema fije en sus resoluciones 
principios jurisprudenciales en materia contencioso administrativa, constituyen 
precedente vinculante. 
Los órganos jurisdiccionales podrán apartarse de lo establecido en el precedente 
vinculante, siempre que se presenten circunstancias particulares en el caso que 
conocen y que motiven debidamente las razones por las cuales se apartan del 
precedente. 
El texto íntegro de todas las sentencias expedidas por la Sala Constitucional y 
Social de la Corte Suprema de Justicia de la República se publicará en el Diario 
Oficial El Peruano y en la página web del Poder Judicial. La publicación se hace 
dentro de los sesenta días de expedidas, bajo responsabilidad. 
De otro lado, se incorpora la exigencia que el Juez debe ponderar la 
proporcionalidad entre la eventual afectación que causaría al interés público o a 
terceros la medida cautelar y el perjuicio que causa al recurrente la eficacia 
inmediata de la actuación impugnable. 

 

2.8.2. En esa misma línea, el Texto Único Ordenado de la Ley Orgánica del Poder 

Judicial, aprobado por Decreto Supremo N.º 017-93-JUS, en su artículo 22, 

prescribe lo siguiente: 

 

Artículo 22.- Carácter vinculante de la doctrina ju risprudencial 
Las Salas Especializadas de la Corte Suprema de Justicia de la República ordenan 
la publicación trimestral en el diario oficial El Peruano de las Ejecutorias que fijan 
principios jurisprudenciales que han de ser de obligatorio cumplimiento, en todas las 
instancias judiciales. 
Estos principios deben ser invocados por los Magistrados de todas las instancias 
judiciales, cualquiera que sea su especialidad, como precedente de obligatorio 
cumplimiento. En caso que por excepción decidan apartarse de dicho criterio, están 
obligados a motivar adecuadamente su resolución dejando constancia del 
precedente obligatorio que desestiman y de los fundamentos que invocan. 
Los fallos de la Corte Suprema de Justicia de la República pueden 
excepcionalmente apartarse en sus resoluciones jurisdiccionales, de su propio 
criterio jurisprudencial, motivando debidamente su resolución, lo que debe hacer 
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conocer mediante nuevas publicaciones, también en el diario oficial El Peruano en 
cuyo caso debe hacer mención expresa del precedente que deja de ser obligatorio 
por el nuevo y de los fundamentos que invocan. 

 
2.8.3. En atención a la normativa precitada, esta Sala Suprema establece como 

doctrina jurisprudencial vinculante lo siguiente: 

 

2.8.3.1. El derecho a percibir la bonificación fonahpu se genera con el 

cumplimiento de los requisitos legales y reglamentarios, en el momento y 

tiempo en que se configuran, y que son exigibles al momento de la 

calificación originaria. 

 

2.8.3.2. Cuando el pensionista acreditó el cumplimiento de los presupuestos 

de acceso a la bonificación fonahpu de manera oportuna, y en consecuencia 

se dispuso la percepción del mismo, la administración pública (ONP) se 

encuentra linterdictada de suspender el pago de dicha bonificación, bajo el 

único argumento de que la pensión superó posteriormente el tope de los S/ 

1,000.00 (mil y 00/100 soles). 

 

III.  DECISIÓN 

  

Por estas consideraciones y en aplicación del artículo 397 párrafo primero del 

Código Procesal Civil, declararon FUNDADOS los recursos de casación, 

interpuestos por la Oficina de Normalización Previsional , en consecuencia: 

 

1. CASARON la sentencia de vista de las Casaciones N.º 9554-2025-Cusco, N.º 

15252-2025-Cusco, N.º 17464-2025-Cusco, N.º 17772-2 025-Lambayeque y N.º 

21558-2025-Cusco ; actuando en sede de instancia, CONFIRMARON las 

sentencias de primera instancia, que declararon FUNDADAS las demandas. 

 

2. CASARON la sentencia de vista de las Casaciones N.º 14663-2025-Cusco, N.º 

17052-2025-Cusco, N.º 18115-2025-Cusco y N.º 18432- 2025-Cusco ; actuando en 

sede de instancia, CONFIRMARON las sentencias de primera instancia, que 

declararon FUNDADAS EN PARTE las demandas. 
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3. CASARON la sentencia de vista de las Casaciones N.º 33850-2025-Cusco, N.º 

34721-2025-Cusco y N.º 34975-2025-Cusco ; actuando en sede de instancia, 

REVOCARON las sentencias de primera instancia, que declararon INFUNDADAS 

las demandas, y REFORMÁNDOLAS , la declararon FUNDADAS  las demandas. 

 

DECLARARON que el criterio establecido en el considerando 2.8.3 de la presente 

ejecutoria constituye doctrina jurisprudencial , conforme al artículo del 22 Texto 

Único Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial, aprobado por Decreto 

Supremo N.º 017-93-JUS y el artículo 36 del Texto Único Ordenado de la Ley del 

Proceso Contencioso Administrativo N.º 27584, aprobado por el Decreto Supremo 

N.º 011-2019-JUS. 

 

DISPUSIERON la publicación de la presente resolución en el diario oficial El 

Peruano , conforme a ley; en los seguidos, por Delia Soledad Lovaton Aranzabal, 

Eulogia Gallegos de Fuentes, Cerafina Baca Prudencio, Renee Sonia Durand 

Villafuerte, Celia Sánchez Olivera, Lucio Moisés Callacna Inga, Nelli Liberata 

Pacheco Muelle, María Antonieta Andrade de Meléndez, Josefina Ríos Garrido Vda. 

De López, Dominga Carazas Machaca, Tula Gabriela Olarte Vargas, María Yolanda 

Granada de Rodríguez contra la demandada, Oficina de Normalización Previsional - 

ONP, sobre restitución de la bonificación fonahpu . Notifíquese por Secretaría y 

devuélvanse los actuados. DISPUSIERON que se comunique la presente 

resolución a las Presidencias de las Cortes Superiores de Justicia del Perú, para su 

difusión respectiva. Interviene como ponente el señor juez supremo: Rui días 

Farfán.  

 

SS. 

RUEDA FERNÁNDEZ 

RUIDÍAS FARFÁN 

TORRES GAMARRA 

MANZO VILLANUEVA 

ZÚÑIGA HERRERA 

 

A. Polo/M. Baltodano/Y. Moreno/R. García/Acsz 
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